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TRANSPORTES DE MADRID-. LOS FERROCARRILES
SUBTERRÁNEO Y SUBURBANO

'SUMARIO: I. Introducción.—II. Alcance del Decreto-Ley de 2 de septiembre de 1955
y de la Ley de 12 de mayo de 1956.—III. Posición de) Ayuntamiento de Madrid en la
Ley de 12 de mayo de 1956.—IV. Los nuevos ferrocarriles madrileños: el suburbano y
el subterráneo.—V. Formas diversas de gestión: concesión de servicios y gjstión inte-
resada.—VI. Financiación y tarifas.—VII. Nuevo criterio respecto a la reversión de las
concesiones: la pugna de competencias.

I

Entre los problemas que toda gran metrópoli presenta, uno de los
más importantes es el que afecta a los servicios públicos de trans-
porte (1). Al mundo de la técnica corresponde proporcionar los msdios
de transporte colectivo más eficaces para una determinada colectividad.
Al Derecho, en cuanto técnica reguladora de la convivencia, afecta, con
referencia a este punto, la difícil tarea de lograr una regulación ade-
cuada que permita un desarrollo suficiente de actividad tan necesaria.
El jurista, que debe ser poseedor de una serie de técnicas y procedi-
mientos para dar desarrollo adecuado a fines e ideas que desde fuera
de su campo le son señalados, debe sentir el peso de la responsabilidad
del acierto o de la inadecuación de sus soluciones con respecto a las
actuaciones que le han sido encomendadas. Son profundamente signi-
ficativas, si bien referidas al problema ferroviario en general, las si-

(1) Cfr. F. S. CHAPÍN, Urban Land use planning, Nueva York, 1957, 256: oh is self-
evident that business districts, industrial áreas, and residential sections of the ciiy simply
cannot serve their functions unless there is easy moveiuent oí peoule and goods to
and from or between these áreas... That is to say, ihe land use |>Ian cannot be
developed independenl of transporlaüon plans any more than transporlalion planning
can ptoceed independenlly oí land use planning». Vid. también el articulo de \V. OWEN
Transportation en el número que «The annals of the amcrican academy of política!
and social science» dedicó al sugestivo tema «Metrópolis ¡n fermenu, noviembre de 1957,
páginas 30 a 38. El mismo OWEN es autor de un interesante libro sobre la materia:
The Metropolitan Transportation problem, Washington, 1956; más recientemente, R. FE-
RKARA, Problemi e prospellive de i transporti urbani in Europa, Milán, 1959.
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guientes palabras del que fue Ministro de Fomento, señor CAMBÓ : «El
gravísimo problema ferroviario español viene originado por dos errores
capitales que presidieron el establecimiento de los ferrocarriles, no sólo
en España, sino en todos los países del mundo. Fue el primero, consi-
derar que los ferrocarriles eran un negocio privado y no un servicio
público; fue el segundo, suponer que una vez construida la línea, que-
daba cerrado el capítulo de gastos de primer establecimiento. En virtud
del primer error, el Estado confió a la. iniciativa privada la construcción
y explotación de los ferrocarriles... El segundo error inspiró el criterio
de las concesiones a plazo...» (2). Tan doloroso lamento, y las conse-
cuencias fatales que de este diagnóstico se derivaron, debe ser ahora un
aliciente para tratar de depurar al máximo las técnicas que a los hom-
bres del Derecho se piden, sea cualquiera el campo de actuación en
que se reclame su presencia.

.El Decreto-Ley de 2 de septiembre de 1955 (B. O. del 22) dispuso
la construcción por el Ministerio de Obras Públicas, a cuenta del Es-
tado, de la infraestructura de nuevas líneas metropolitanas en la capital
del Reino. Al año siguiente la Ley sobre Plan de Transporte de Madrid
—de 12 de mayo de 1956 (3)—establece una serie de procedimientos
para salir del punto muerto en que se encontraba la cuestión de los
transportes madrileños. Ambos preceptos rssponden a la idea de obtener
una solución rápida para superar la lamentable situación que en ma-
teria de transporte ofrecía la capital.

Varios de los objetivos que entonces se propusieron han sido alcan-
zados recientemente. Intento en el presente estudio fijar la atención en
las cuestiones jurídicas más importantes que el desarrollo de ambas dis-
posiciones ha suscitado, deteniéndome especialmente en lo que afecta
a los ferrocarriles tanto subterráneos como suburbanos (4).

(2) F. CAMBÓ Y BATLLE, prólogo a la obra que bajo su dirección publicó el Minis-
terio de Fomento, Elementos para el estudio del problema ferroviario en España, Ma-
drid, 1918, I, XVI.

(3) Vid. sobre esta Ley, GARCÍA-TRKVUANO, Plan de Transportes de Madrid, «Re-
vista de Esludios de la Vida Local», 88, 538 a 606, así como el Discurso que en de-
fensa de la misma pronunció ante las Cortes el Alcalde de Madrid, Conde de MAYALDE,
transcrito en el número de la misma Revista cit., págs. 577 a 582; igualmente, PÉREZ
OLEA, Transportes de Madrid y aguas de Barcelona, en esta REVISTA, núm. 24, 289
a 322, sobre todo en su primera parte.

(4) Los ferrocarriles metropolitanos, que constituyen hoy elemento fundamental del
transporte de las ciudades, cuentan casi con un siglo de existencia. En 1863 se abría ai
público un Londres la primera línea de ferrocarriles metropolitanos de Paddinglon Sta-
tion a Farringlon Street. Cfr. AMOROSI, L'organizzazione moderna dei servid pubblici
urbani, Milán, 1951, 10. En Madrid, la primera linea fue inaugurada en 1919; cfr. Dis-
curso del Alcalde, cit., 578.
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II

Lo que para el jurista constituye la finalidad que se trata de conse-
guir aparece con palabras claras y sinceras formulado inequívocamente
en las dos disposiciones que constituyen la base de partida de nuestro
examen. En la Exposición de Motivos del Decreto-Ley de 2 de septiem-
bre de 1955 encontramos las siguientes afirmaciones: «Los transportes
constituyen un elemento esencial en la vida de las grandes poblaciones.
Y cuando dichos servicios públicos no se prestan con la capacidad y
extensión que el crecimiento de los núcleos urbanos demanda, no puede
el Estado permanecer ajeno a los problemas que con tal motivo se plan-
tean. Si, además, concurren circunstancias excepcionales, cual sucede con
la capitalidad de la nación, es ya ineludible la necesidad de adoptar me-
didas directas, rápidas y eficaces para, al menos, paliar la situación
creada» (5). La Ley del 56 no es menos expresiva en su Preámbulo:
«Preocupado el Gobierno ante la deficiencia y escasez de medios con
que se presta el servicio público del transporte colectivo de personas en
Madrid y las notorias dificultades existentes para su ampliación a zonas
recientemente urbanizadas...» Vemos, pues, proclamada sin rodeos la
finalidad que debe ser satisfecha : El sistema de transportes de Madrid
presenta deficiencias que deben ser superadas. Se habla de deficiencia
y escasez, así como la ineludible necesidad de adoptar medidas directas,
rápidas y eficaces.

Todo ello es profundamente significativo en cuanto se reconoce que
los medios de satisfacción de la necesidad de transporte colectivo han
quedado retrasados con respecto a la necesidad misma. Pero, al mismo
tiempo, la situación se hace más grave, pues no se trata de la solución
de un problema normal, sino que se reconoce la existencia de circuns-
tancias excepcionales. Se refiere asimismo el Preámbulo del Decreto-
Ley del 55 a la necesidad de conectar los medios de transporte con la
política de construcción de viviendas (6). Hay, por tanto, sobrados mo-
tivos para intentar un planteamiento de altura que, teniendo en cuenta
estas circunstancias que reseñamos, llame en colaboración a todos los

(5) La gravedad y urgencia se deducen claramente del último párrafo de la Ex-
posición de Motivos: «Y siendo, por lo ya razonado, urgentes estas medidas, se estima
hacer uso de la autorización concedida por el artículo 13 de la Ley de 17 de julio
de 1942, modificada por la de 9 de marzo de 1946, para llevarlas a efecto por medio de
un Decreto-Ley», que fue dado en el Pazo de Meirás.

(6) Dice el párrafo segundo del Preámbulo: «Por otra parte, la política estatal de
viviendas, confirmada y vigorosamente impulsada por recientes disposiciones legales, se
vería casi desconocida en su finalidad más importante de facilitar viviendas de renla li-
milüda, si sus futuros usuarios carecieran de los medios de transporte más primarios
o les fueran ofrecidos en condiciones económicas no tolerables». Sobre la necesidad de
conectar la política de transportes con la de construcción de viviendas en las grandes
ciudades, vid. PAZ MAROTO, ¿05 transportes y el urbanismo, en aCrónica del I Congreso
Iberoamericano de Municipios», Madrid, 1956, 218 y sigs.
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Organismos interesados. Sin embargo, en la parte dispositiva se limita
a regular la ampliación de la red metropolitana a base de un sistema de
colaboración de la Administración Central—Ministerio de Obras Pú-
blicas—con los particulares, o más concretamente, con la Compañía que
se encarga de la explotación de la Red Metropolitana ya existente, esto
es, con la Compañía del Metropolitano de Madrid, S. A. Así se deduce
de la fórmula de delegación contenida en el artículo 4.°: «El Gobierno
queda autorizado para determinar por Decreto las condiciones jurídicas,
técnicas y económicas en la adjudicación de su explotación y en forma
que, en todo caso, se asegure la unidad de explotación» (7). En este
asegurarse la unidad de explotación se consagra prácticamente el que
la empresa que tome a su cargo la explotación de las prolongaciones
de la línea que en el Decreto-Ley se establecen, sea la misma que se
encarga de la explotación de las líneas ya existentes (8).

Vemos, pues, que estas obras de modernización de los medios de
transporte madrileño, y cuyo contenido concreto considararemos más
adelante, habrían de ser realizadas por la Administración del Estado
en colaboración con una empresa privada que presumiblemente habría
de ssr la Compañía del Metropolitano de Madrid (9).

Ante tal regulación salta a la vista una omisión importante: Para
nada se menciona en el Decreto-Ley al Ayuntamiento de Madrid (10).
Se habla de la Administración del Estado a través del Ministerio de
Obras Públicas y de una empresa particular. Pero nada más. ¿No es
esto chocante? Desde luego, de acuerdo con la normativa legal vigente
corresponde a la Administración del Estado el otorgamiento de conce-
siones en materia de ferrocarriles metropolitanos como equiparados a

(7) Vid. GARCÍA-TBEVIJANO, op. cit., 589. Así ha sucedido, efectivamente, como ve-
remos más adelante en el texto.

(8) En esla misma idea abunda la Exposición de Motivos: «Es preciso sentar ya
[a conveniencia de que el ferrocarril metropolitano sea objelo de explolación por una
sola empresa, tanto en su red actual como en la» sucesivas ampliaciones, en razón a la
experiencia adquirida y los principios técnicos, económicos y financieros que rigen esta
clase de servicios públicos. Por ello se concede la correspondiente autorización al mismo
tiempo que las relativas al condicionado de adjudicación de las nuevas lincas subte-
rráneas".

(9) Las construcciones previstas habrán de seguir, según la Exposición de Moti-
vos del citado Decreto-Ley, el proyecto aprobado por Orden ministerial de 23 de marzo
de 1955. No sabemos cuál es el contenido de esta Orden. El Aranzacli la da por no
publicada y no hemos podido encontrarla en el Boletín Oficial. Se trata, sin duda, de
un acuerdo de aprobación técnica de un proyecto de obras que es práctica que no
figure más que en el expediente de estas obras como un trámite interno.

(10) Por Orden ministerial de 13 de diciembre de 1951 asumió el Ayuntamiento de
Madrid el papel de concesionario respecto al ferrocarril Chamartín de la RosaCaraban-
chel. El Decreto-Ley de 10 de abril de 1953 (B. O. del 16) vino a autorizar la adquisi-
ción por el Ministerio de Obras Públicas de lo ya construido, y la Orden de este Mi-
nisterio de 8 de septiembre de 1955 (B. O. de 9 de noviembre) dejó anulada y sin nin-
gún efecto tal concesión. Es curioso que el Decreto-Ley que vino a autorizar este traspaso
decía en su artículo 5.°: «El Ayuntamiento de Madrid dedicará todo su esfuerzo a orien-
tar seguidamente en forma definitiva, económica y técnicamente, los transportes urbanos
de la ciudad y su término municipal».
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los ferrocarriles secundarios (11). Desde el punto de vista de aplicación
de la Ley nada hay que oponer. Pero precisamente lo que parece más
censurable es el hpcho de que una regulación que intenta soluciones efi-
caces para el problema del transporte madrileño se haga totalmente a
espaldas del organismo gestor de los intereses municipales. Para nada
interviene el Ayuntamiento de Madrid. La cosa se agrava más si se
tiene en cuenta que la propia Exposición de Motivos del Decreto-Ley
hace mención expresa de la existencia de circunstancias excepcionales,
así como de la necesidad de conectar la política de construcción de vi- .
viendas con la política de transportes. Podemos observar, pues, como
latente el deseo de adoptar una perspectiva amplia a la hora de dictar
normas que regulen la ordenación del transporte. Tal deseo, sin em-
bargo, no pasa de una mera proclamación en el Preámbulo dsl Decreto-
Ley sin que las soluciones adoptadas en la parte dispositiva respondan
en absoluto a esa directiva. En el fondo, ni la misma proclamación
inicial del Preámbulo tiene mayor significado, ya qu3 viene a recono-
cerse expresamente que se trata de una solución parcial; está dictado
a la defensiva, «para, al menos, paliar la situación existente».

En definitiva, lo que el Decreto-Ley vino a suponer fue un intento
de salir al paso de la escasez de transportes en Madrid ofreciendo la
construcción, a cuenta del Estado, de diversas .obras para que pudiera
ser llevada a cabo la prolongación de las líneas metropolitanas. El in-
tento fue de por sí generoso, aunque el campo de actuación previsto
fuera harto limitado teniendo en cuenta las necesidades realmente exis-
tentes.

Mayor amplitud de miras tuvo la Ley que al año siguisnte fue apro-
bada. Es ya bien significativo el título de Ley sobre Plan de Transportes
de Madrid que a la misma se dio. Viene esta Ley a sentar las bases para
una reorganización de la Empresa Municipal de Transportes, del Ayunta-
miento de Madrid, tratando de sanear su economía y de proporcionar, por
tanto, medios suficientes para lograr un cumplido desarrollo de sus fun-
ciones. Es también, en gran parte, reproducción del Decreto-Ley del 55,
por lo que se refiere a la ampliación de los ferrocarriles urbajos-. Quizá
la repetición de estas disposiciones se debe a querer ofrecer'una regula-
ción conjunta de las diversas clases de transportes. A este intento pode-
mos atribuir la denominación de Pian que «trata de mejorar los trans-
portes urbanos de superficie... coordinados con una extensa red de fe-
rrocarriles subterráneos y suburbanos». En todo caso no se trata de una
simple repetición de normas que hubiera sido innecesaria por alcanzar
el primer texto legal igual rango normativo que el segundo, sino que se
da en la Ley un perfeccionamiento y desarrollo de los preceptos conte-
nidos en el Decreto-Ley.

(II) Ley de 26 de marzo de 1908, Reglamento de 27 de mayo de 1908 y Ley áfi
23 do febrero de 1912. Kué decisiva en este senlido la ¡ntcrprelaciún senlada por la
senlfnria de II de mayo de 1920. Vid. csie |iiin!o Iralado ai)!|iliainenle en (JAKC/A DE
EimitKÍA, La ordenación jurídica de tus Iranspuites madrileños, Madrid, 1954, 1U y 11.
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ra
Contiene dicha Ley un precepto que, al menos a primera vista,

parece fundamental en materia de transportes madrileños y que viene
a señalar una nueva etapa en la pugna de competencias que la historia
de nuestra legislación local pone de manifiesto. Me refiero al artículo 7.°,
en que se autoriza al Ayuntamiento de Madrid para establecer los ser-
vicios de transportes colectivos de viajeros, de cualquier clase que sean,
sin necesidad de concesión por parte del Estado y dentro de su término
municipal. Igualmente se le autoriza para establecer en aquéllos las
tarifas correspondientes a dichos servicios, cualquiera que sea el medio
de transporte utilizado, sin ninguna otra autorización.

Tal disposición, como se ve, tiene carácter realmente amplio que
trasciende a la concreta regulación de los ferrocarriles metropolitanos o
de la Empresa Municipal de Transportes. Viene la Ley a establecer un
régimen especial (12), que supone una derogación para este caso con-
creto de la ordenación normal de transportes urbanos. Se confirma aquí
una vez más, con motivo d.íl plan regulado en esta norma, cómo no
siempre la generalidad ha de ser característica esencial de la Ley (13).

La reforma que introdujo en la Ley de Ferrocarriles Sscundarios el
Decreto-Ley de 10 de marzo de 1950 eximía a los Ayuntamientos que
fueran concesionarios del Estado de la necesidad de prestar el depósito
de la fianza que normalmente se. exige (14). El salto que la Ley ahora
comentada establece es radical. No sólo se exims al Ayuntamiento de
Madrid de prestar fianza—tal trato de favor se configuró en el Decreto-
Ley de 1950 con carácter general para todos los Ayuntamientos—, sino
que por lo que respecta a la creación de nuevos servicios de transporte
colectivo de viajeros en el término municipal madrileño, podrá actuar
el Ayuntamiento de la capital directamente, sin necesidad de tener que
solicitar siquiera concesión ds la Administración Central. Y esta regla
se establece de manera genérica para estos medios de transporte, de
cualquier clase que sean. Con tal que se cumplan los presupuestos de
hecho señalados, hay que decir que se reconoce plena autonomía al
Ayuntamiento madrileño para establecer cualesquiera medio de trans-
porte. La amplitud de esta autorización es grande si se piensa en los
medios de transporte que actualmente ss utilizan, pero su importancia
aumenta considerablemente si proyectamos el planteamiento hacia el
futuro. En una época de revolución técnica como la presente no se sabe
a ciencia cierta cuáles van a ser los transportes ideales para las grandes

(12) PÉKEZ OLEA, Transportes de Madrid, cit., 302, considera la nueva Ley como
«un auténtico régimen de excepción, un privilegio...".

(13) Vid. este punto, con las referencias bibliográficas recogidas en <A trabajo,
inédito todavía, de S. MARTÍ.NRKTORTILLO, Las leyes de planes: la Ley como medida.

(14) GARCÍA DE ENTERRÍA, op. cit., 11, lo califica de «benignidad máxima» con res-
pecto a los entes locales.

322



TRANSPORTES DE MADRID! FERROCARRILES SUBTERRÁNEO Y SUBURBANO

ciudades de aquí a unos años (15). La fórmula de la Ley, en este sen-
tido, no señala limitación alguna: Se concede carta blanca al Ayun-
tamiento madrileño para establecer los medios de transporte colectivo
de viajeros que estime más convenientes dentro de su tsrritorio.

Salta, sin embargo, inmediati.mente a la vista un problema de cuya
resolución depende, en definitiva, la trascendencia del precepto que
venimos comentando. Habla el texto legal de «establecer los servicios de
transportes colectivos de viajeros». Ahora bien, ¿cuál es el verdadero
alcance que tiene esta expresión? 0 dicho con otras palabras, ¿se atri-
buye al Ayuntamiento de Madrid ]a competencia en mataría de nuevos
transportes que surjan en su término municipal o quiera decirse, por el
contrario, que se otorga simplemente al Ayuntamiento la posibilidad
de gestionar directamente los servicios públicos que se establezcan en
desarrollo de esa competencia? Es importante salvar esta dificultad, por-
que de adoptarse una u otra solución las consecuencias presentan dife-
rencias fundamentales.

Ha sido sumamente útil, por lo que al campo de los servicios públi-
cos afecta, la distinción entre la competencia general sobre los miamos
y la gestión concreta de cada uno de ellos. Iniciándose el gran desarrollo
de servicios públicos en época informada por la mentalidad liberal,
cuadraba perfectamente con tal manera de pensar el hecho de que fue-
sen los particulares quienes se encargasen del establecimiento y gestión
de tales servicios. A la Administración correspondía la dirección supre-
ma que marcaba las directrices a seguir y conservaba ciertos poderes de
intervención, y era a ella también a quien normalmente revertían la»
instalaciones al término de la concesión. Tal diferenciación ha sido de
gran utilidad, pues ha permitido la colaboración con la Administración
Pública de una serie de esfuerzos de los particulares para lograr un
desarrollo adecuado de los servicios públicos.

Tal es el esqu?,ma normal en que los sujetos que entran a r.olaborar
son de una parte la Administración Pública y de otra un sujeto particu-
lar (16). Pero en la realidad lo» esquemas simples son poco frecuentes,

(15) El Programa de Ordenación de las Inversiones para 1960, aprobado por De-
creto 609/1960 de 31 de marzo (B. O. de 2 de abril), dice a propósito de los trans-
portes urbanos: «El colosal ritmo de crecimiento de los transportes urbanos evidencia
la necesidad de atender al desarrollo de los actuales medios de transporte urbano. Con
las inversiones previstas para el fomento del transporte urbano se persigue fundamen-
talmente los tres objetivos siguientes: 1.°) atender al mayor crecimiento de tráfico;
2.°) lograr la descongestión de las grandes ciudades, facilitando el acceso a zonas o ciu-
dades satélites de núcleos urbanos; 3") sustituir los tradicionales medios de transporte
urbano por otros más rápidos y confortables»* No se concreta en el Programa en qué ha
de consistir esa sustitución, pero lo que nos interesa destacar ahora es la conciencia que
existe en nuestra Administración de renovación e incluso superación de los actuales
medios de transporte urbano. Sobre el significado del Programa de Ordenación de las
Inversiones, vid. PRADOS ARRARTE, Notas sobre el Programa de Ordenación de las In-
versiones para 1960, «Revista de Derecho financiero», 38 369 a 385.

(16) Partimos ahora de ia simple consideración de aquellos casos en que plantea-
miento y gestión concreta de los servicio» públicos se llevan a cabo mediante la colabo-
ración de diversos sujetos sin que la Administración asuma, por tanto, el ejercicio di-
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pues la complejidad de la vida misma impons generalmente la super-
posición de nuevos elementos a esos esquemas primitivos. Por lo que
respecta a la organización de los servicios públicos, el planteamiento
inicial se complica cuando son llamados a intervenir los entes locales.
La concreta articulación de estos Ordenamientos inferiores, dentro del
Ordenamiento unitario y superior que es el Estado (17), presenta una
serie ds dificultades que alcanzan soluciones históricas, variantes en
tiempo y espacio (18). En todo caso, el inicial esquema de desarrollo se
complica, como decimos, porque no es sólo doctrinalmente posible, sino
que vemos en la práctica qu3 diversas colectividades de carácter local
afumen en ciertos casos aquella posición de superioridad al encomen-
dárseles la función de plantear tales servicios públicos, mientras en otros
casos, entidades de ese tipo ocupan la posición de meros gestores de
servicios públicos, cuya competencia es ostentada por la Administración
directa (19). El desarrollo reciente de nuestra legislación de régimen local
impone el perfeccionan» snto de aquel esquema inicial con una distin-
CÍÓH de suma importancia para delimitar el exacto papel que las Leyes
atribuyen a los órganos locales. Tal distinción se impone, sobre todo, a
propósito de la sustitución de las antiguas fórmulas da atribución de
competencia para materias específicamente preconfiguradis, por la fór-
mula amplia y genérica, de la que es exponente en la actualidad el ar-
tículo 101 da la Ley de Régimen Local (20). Lo que este artículo viene

recto de los mismos. No nos interesa por el momento aludir a la problemática que la
gestión directa de los servicios públicos por parte de la Administración plantea. Vid. so-
bre este tema, ALUI, Tratado de los modos de gestión de las corporaciones locales, Ma-
dtid. 1960, con abundante bibliografía.

(17) Vid. MIELE, Principi di diritlo amministrativo. I, 3.a ed., Padua. 1960, 3, que
sigue la línea marcada por SANTI ROMVNO, L'ordinamenlo giuridico, reimpresión de la
segunda edición, Florencia, 1951, sobre todo en su segunda parle.

(18) Se trata del interrogante que plan:ea ROBSON, Greal cilies oj ihe world. 2.a edi-
ción, Londres, 1957, 53, «For what functions is the municipal government oí the grcat
city responsible... Uníortunately, it is almost imposible to give such an an-wcr». Una
sugestiva explicación del planteamienlo de la competencia municipal a partir de la elapa
Inmediatamente anterior al establecimiento del régimen cons;itucional, en los estudios
que GARCÍA DE ENTERRÍA ha dedicado al «pouvoir municipal». Vid., de entre ellos, el ya
publicado Turgot y los orígenes del muniripalismo moderno, en esta REVISTA, núm. 33,
79-107; igualmente la comunicación presentada al Congreso internacional celebrado en
Sirena-Milán del 14 al 18 de mayo de 1961, Congreso que trató sobre «Le colieltivitá
locali e la costruzione delPunitá europea».

(t9) Vid. nota 10. Sobre el Ayuntamiento como concesionario del Estado, vid. GAR-
CÍA DB ENTERKÍA, La actividad industrial y mercantil de los Municipios, en esta REVISTA,
J7, 96 y sigs.

(20) Sobre el resultado efectivo de tal sustitución de técnicas son expresivas las si-
guientes palabras de GARCÍA DE ENTERRÍA, El servicio público de gas, en Problemas ac-
tuales de régimen local, Sevilla, 1958, 61: «Como reacción al "principio de especialidad'1

en la enumeración de competencias de los entes locales, que es visto como la cifra del
centralismo autiautonómico, estas Leyes locales (1935, 1950, 1955) siguen la técnica de
la "cláusula general" de competencia .. Tal técnica está defectuosamente apliraila, y
esto hasta tal punto, que en virtud de este grave defecto hoy día la competencia munici-
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a otorgar a los entes locales no es la competencia para las innumerables
materias que en él se comprenden, sino simplemente una capacidad, una
legitimación para poder actuar ds alguna manera en pro de la conse-
cución de esos fines, como especifica el mismo artículo. GARCÍA DE EN-
TERRÍA, que es quien ha trasplantado tal distinción al campo de nues-
tra Administración local, señala expresamente cómo esos finss «son obje-
tos que legitiman una actuación municipal posible, pero una actuación
municipal es algo muy distinto de una competencia municipal» (21).

Pues bien, esta distinción nos es de suma utilidad para dsterminar
el efectivo alcance del artículo 7." de la Ley de 1956. El significado de
este artículo no ha sido el de otorgar al Ayuntamiento madribño la
competencia en materia de transportes urbanos, sino simplemente el de
habilitarle, el de legitimarle, para realizar ciertos tipos de actuaciones.
El traspaso de competencias se caracteriza, entre otras cosas, por au ne-
cesariedad (22). Ninguna libertad se deja al ente investido para acsptar
o no tales competencias. Pso es sólo una posibilidad de actuar, sino una
verdadera obligación de actuar (23). Por e.so es bien significativo el
que el artículo 7." disponga taxativamente que «se autoriza al Ayunta-
miento para...». Hay, por tanto, una autorización y una habilitación
para actuar, pero no un traspaso de competencias. Debemos rechazar,
por ello, la tesis que ve en este artículo una auténtica investidura de
todas las competencias en materia ds transportes madrileños al Ayun-
tamiento de la ciudad' (24). Tal solución hubiera sido realmente suges-
tiva, dada la necesidad cada vez más apremiante de •unificación de cri-
terios en materia de transportes metropolitanos (25), y que hubiera

pal, contra lo que se pretendía, no sólo no se ha robustecido, sino que ha quedado to-
talmente en el aire».

(21) Op. cit., 62-64; la afirmación que recojo, concretamente <n pág. bi.
(22) Op. cit., 62.
(23) Ibidem:
(24) GARCÍA-TRKVIJA^O, op. cit.. 586. señalaba cómo la Ley de 1956 suponía ci

triunfo de la autonomía municipal; PÉREZ OLEA, op. cil., 302, escribía: «Se ha supe-
rado, pues, el punto muerto en que se encontraban los transportes madrileños debido a
la extremada variedad y contradicción de su régimen legal». Tal es, igualmente, la pos-
tura del Alcalde de Madrid. Discurso, cit.: «En esta Ley, que indudablemente robustece
la autoridad del Municipio, se le presta a éste una ayuda decisiva por parte del Es-
tado. Para servir al criterio de unidad, se unifica la múltiple y a veces contradictoria
legislación que regía en materia de transportes» (pág. 577). «Esta Ley, que parece tener
un alcance ocasional y local, tiene extraordinaria importancia, tanto en el orden juh'-
dico como en el de la práctica. En un razonable afán de unificar la legislación vigente,
será la única norma que regule los transportes de Madrid» (pág. 579). «El precepto actdal
unifica esta legislación, a veces contradictoria, en beneficio de la autonomía municipal,
ya que por el artículo 7.° se vuelve al criterio d<; la Ley de Obras Públicas de 1877,
que es el mismo que mantiene la Ley actual de Régimen Local» (pág. 580).

(25) Cobran aquí plena vigencia todavía aquellas palabras de GARCÍA DE KNTERRIA,
La ordenación jurídica, cit., 34: «Pocos servicios públicos quizá más necesitados en fcu
organización y prestación de un plan uniforme y racional. Frenlé al criterio absurdo dé
nuestra legislación especial de dislocar un único servicio público, perfectamente indivi-
dualizado, entre las múltiples competencias del Estado, la Provincia y el Municipio, <ji;

visión que puede llegar hasta en relación con una misma línea y un medio de trans-
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*upues!o de una vez el consiguiente ahorro de roces y desajustes que
toda ordenación, por cuadrículas de competencia, lleva consigo (26).
La realidad misma de la Ley no nos permite, sin embargo, defender
tal postura.

Para nada habla la Ley de traspaso de competencias. Se autoriza
8Ólo la posibilidad de establecimiento de servicios públicos de trans-
porte colectivo. iNo deja de ssr significativo el hecho de que este punto
que tan grandes consecuencias podría tener no se menciona siquiera en
la Exposición de Motivos. Los demás problemas que el articulado de la
Ley suscita tienen amplio eco en dicha parte. La cuestión que a nos-
otros interesa no es objeto, en cambio, de explicitación alguna.

El qu« no se configure un efectivo traspaso de competencias al Ayun-
tamiento lo vemos igualmente claro por las dos razones siguientes:

1.* De manera expresa reconoce la Ley que las concesiones que
para explotar las nuevas líneas de ferrocarriles se otorguen, habrán de
serlo por la Administración Central. Así lo declara inequívocamente

porte, toda la tendencia actual, derivada de las exigencias de la moderna realidad ur-
bana, es la de una concenlración de todos los poderes sobre la organización del servicio
•de transpones urbanos en organismos públicos concebidos casi rfictatorialmentc y a Ion
cuales responsabilizar en los resultados de una política en la materia». Son curiosas las
palabras de A. F. MACDON^LD, Gobierno y Administración municipal, traducción al cas-
tellano, Méjico-Buenos Aires, 1959, 109, que, aunque no se refieren directamente a la
materia de transportes, ponen de manifiesto la incongruencia de un excesivo reparto
de competencias en las grandes ciudades: «Las oportunidades para echarse la culpa unos
a otros, son prácticamente ilimitadas... Multitud de trabajos dejan de hacerse porque
nadie tiene la autoridad para hacerlos», y en cambio, cuando se consigue una unidad
de esfuerzos, «las oportunidades para evadir responsabilidades disminuyen notoriamen-
te» (pág. 110). Vid., igualmenle, el capítulo Transportalion and land use del citarlo li-
bro de CHAPÍN; PÉKEZ OLEA, Transportes, cit., 291. Son también dignas de recordarse.
y no dejan de ser paradójicas, las siguientes palabras del Alcalde de Madrid, Discurso,
cit., 581: «... esta Ley quiere dar la máxima autoridad al Ayuntamiento para exigirle
la máxima responsabilidad en la resolución de los problemas de transportes (así lo dijo
el señor García Hernández, verdadero inspirador de esta Ley)». Es importante la reciente
llamada a la unidad de dirección contenida en las siguientes conclusiones que en ma-
teria de tráfico se encuentran en el Report presentado al Parlamento por la Royal Com-
missiun on Local Government in Greater London 1957-69, Londres, 1960, 119 y 120:
R2) One atithorily must be responsable for traffic management throughout Greater Lon-
don. 7) The authority responsible for traffic management and the construttion, mainte-
nance and improvemenl of main roads should also be the authoriry for town and country
planning so far as roads are concerned. 8) The same aulhority should be responsible ford
making all necessary traffic studies».

(26) No se refiere a materia de transportes, pero puede ser muy significativa la Or-
den del Ministerio de Obras Públicas de 31 de marzo de 1960 (fi. O. de 11 de junio), en
que se regula la jurisdicción sobre la Avenida del Generalísimo, de Madrid: «Serán de
la exclusiva competencia del Ministerio de Obras públicas las cuestiones referentes a
policía, instalaciones y servidumbres en la calzada central y dos fajas paralelas a ella
en los andenes, de un ancho de 2,75 metros a partir del bordillo de su lado. En esas
fajas queda terminantemente prohibida la instalación de quioscos, veladores, etc. . El
resto de la sección está bajo la jurisdicción del Excmo. Ayuntamiento de Madrid, exclu-
sivamente en cuanto a policía, instalaciones permanentes o eventuales, etc.».
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el artículo 3.° de la Ley, y hoy, a los cinco años de su vigencia, sigue
la Administración Central ostentando tal competencia, como veremos
más adelante.

2.* Una de las novedades de la Ley de 1956 fue la creación «como
organismo permanente encargado del planeamiento, ordenación y coor-
denación del desarrollo del Plan de Transportes de Madrid», de la Co-
misión Coordinadora de Transportes de Madrid (27). Si al Ayuntamiento
de Madrid se atribuyeran toda clase de competencias en esta materia no
habría por qué crear esta nueva comisión. La única razón de su existen-
cia estriba precisamente en el mantenimiento del anterior régimen de
dispersión, ya que si se consagrara al Ayuntamiento como único com-
petente, a él y a nadie más que a él habría de corresponder el estudio
y planificación de posibilidades en el campo de los transportes urba-
nos (28). Pero como esto no sucede, recurre el legislador a la solución
menor de crear un nuevo órgano que estudie la coordinación de lo que
él no ha estimado oportuno unificar. Son expresivas en este sentido las

(27) Vid. las críticas que a esta Comisión dedica PÉREZ OLEA, op. cil., 304 y 305.
(28) Quede al margen ahora el problema de fondo, latente en esta regulación, al

que se refiere PÉREZ OLEA, Transportes, cit., 307, con las siguientes palabras: «El pro-
blema de los transportes urbanos es sólo... un aspecto de una cuestión mucho más vasta:
la de la superación de la vieja estructura municipal por el crecimiento insólito y des-
ordenado de las grandes concentraciones urbanas». De momento es importante ya el que
pudiera el Ayuntamiento asumir todas estas competencias, aunque no intentamos en abso-
luto prejuzgar cuál sea la solución más conveniente. Sobre los diversos intentos para
tratar de superar las zonas «oficiales» de las grandes metrópolis y tratar de reconocer
las zonas reales que comprenden, vid., con gran detalle, JORDANA DE POZAS, Problemas
de las grandes concentraciones urbanas desde el punto de' vista de la organización admi-
nistrativa, en «Crónica del I Congreso Iberoamericano de Municipios», cit., 83 a 119;
MACDONALD, op. cit., 109-125. Como soluciones propuestas podemos señalar: anexión
territorial; combinación ciudad-condado (provincia diríamos nosotros); ciudad federada;
jurisdicción extraterritorial; arreglos intergubernamentales, y, por fin, la que parece
tener más ventajas, cual es el sistema regional. Ciertamente, el problema es muy complejo.
Puede ser interesante recordar ahora, pensando en Madrid, las palabras que con ajfe po-
lémico escribía PROUD'HON, La capacité politique des clases ouvriéres., hace ya algunos
años, pensando en París: «París nc peut jouir á la fois des honneurs de Capitale et des
prérrogatives laissées aux municipalités. L'un est incompatible avec l'autre; il faut en
prendre son parti. Paris est le siége cín Gouvernement, des Ministéres, du Senat, du
Corps législatif, du Conseil d'Etat. de la Cour de Cassation... C'est la que se rendent les
ambassadeurs de toutes les puissanccs étrangéres et qu'affluent les voyageurs, spécula-
teurs, savants, artistes du monde entier .. C'est dans la capitale que se trouvent les aca-
démies, les hautes écoles, les grands théátres... C'est á la Banque et á la Bourse de Paris
que se constituent, se discutent, se liquident touíes les grandes entrepises, opérations,
emprunts, etc.. de la France et du monde. Tout cela, il faut en convenir, n'a rien de
municipal. Laisser ees choses á la discrétion d'une municipalité, ce serait abdiquer. En-
treprendre de séparer les affaires municipales de celles de la Capitale, ce serait tenter
un división impossible, en tout cas, creer un conflit entre la municipalité et le gouver-
nement, un perpétuel conflit... Paris ne peut pas s'appartenir; une semblable possession
de lui-méme serait une véritable usurpation», cit. por BOUCHET, Les Rapports. Administra-
tifs de la Ville de Paris et du Département de la Seine avec la Compagnie du Chemin
de fer Métropolitain, París, 1941, 9 y 10.
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siguientes palabras de la Exposición de Motivos: «La práctica viene
revelando la imposibilidad de crear un buen sistema de transportes urba-
nos prestados aisladamente por diversas organizaciones y empresas sin
la existencia de una entidad coordinadora. Por esta causa se crea la Co-
misión de Transportes de Madrid..., con la finalidad esencial de plani-
ficar y coordinar» (29).

No hay, por tanto, trasplante de competencias. No estamos ante un
caso de descentralización. La fórmula ds la Ley parece encerrarnos, sin
embargo, en un callejón sin salida. Categóricamente se puede afirmar
que no hay traspaso de competencias. Y, sin embargo, al Ayuntamiento
madrileño se le permite actuar para establecer nuevos servicios sin ne-
cesidad de solicitar concesión con la posibilidad incluso de fijar las ta-
rifas para aquéllos, sin más autorización. O sea, que sin hacer cesión
alguna por lo que a la competencia respecta se viene a justificar este
tipo de actuaciones, que son intrínsecas a la competencia misma. La
potestad tarifaria la concibe la doctrina como algo inherente a quien
ostenta la competencia para otorgar concesiones (30). El hecho de que
un ente tenga competencia para dsterminados servicios públicos y pueda,
por tanto, organizarlos y otorgar concesiones con ellos relacionadas, pa-
rece contradecirse con la posibilidad de que otro ente desprovisto de
tal competencia pueda organizar tales servicios y establecerlos sin ne-
cesidad de concesión alguna por parte de aquél. Si decimos que de ma-
nera indudable la Ley no efectúa un replanteamiento de competencias,
habremos de calificar, lógicamente, de incongruencias las posibilidades
últimamente señaladas. Quizá puedan explicarse tales incongruencias
diciendo que se está pensando únicamente en la Empresa Municipal de
Transportes, al objeto de que pueda el Ayuntamiento establecer servi-
cios de transporte de autobuses y trolebuses en todo su término muni-
cipal y no simplemente en el casco urbano. Quizá se reduzca simple-
mente a eso la eficacia práctica del discutido artículo 7.°. De todas ma-
neras, insistimos que nada puede hacer suponer que haya un efectivo
traspaso de competencias.

una posibilidad importante le queda, sin embargo, al Ayuntamiento,
y én el sentido de esta posibilidad podemos entender sin duda la nueva

(29) Sobre el uso y abuso que de la idea de coordinación se hace en nuestro De-
recho, son expresivas las recientes palabras de S. MARTÍN-RETORTILLO, Problemas de
organización en materia de aguas, en esta REVISTA, número 33, 59: «Un exacto plantea-
miento del principio de coordinación administrativa, principio del que tanto está gus-
tando la Administración española de nuestros días, implica que las distintas unidades en
las que por exigencias insoslayables se articula y distribuye el conjunto orgánico de la
Administración, entran en contacto para evitar así, precisamente, las posibles actua-
ciones contradictorias que de tal distribución pueden derivarse. La coordinación opera,
por tanto, en situaciones límites, extremas, ocasionadas por esa división necesaria, y opera
como correctora de posibles desajustes. Pensar, sin embargo, que ese remedio ulterior
puede justificar una formulación inicial orgánicamente dislocada, constituye de por sí
un profundo error, cuyas consecuencias son realmente graves».

(30) Vid., por todos, ALESSI, Sistema istiluzionale del diritto amministrativo italiano,
2.- ed., Milán, 19S8, 164.
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habilitación, para actur< que esta Ley otorga al municipio madrileño.
Me refiero a la posibilidad de una municipalización de todos los servi-
cios de transportes urbanos. Pero entiéndase que no se trata de una
municipalización que consista en la asunción de la gestión, como se
viene entendiendo habitualmsrrte, pues entonces no diríamos nada nue-
vo (31), sino de una municipalización en la que el Municipio adquiera
simplemente la competencia para un servicio con independencia de que
continúe como está la gestión concreta del mismo (32). Se trata de una
fórmula que permite hsrmanar la unidad de dirección en materia de
transportes con una gran agilidad por lo que respecta a los elementos
que el Municipio debe aportar y que ha sido defendida con insistencia
en nusstra patria por GARCÍA DE ENTERRÍA (33).

IV

Vamos a ver ahora, refiriéndonos simplemente a los ferrocarriles,
cuál ha sido el desarrollo que aquellas normas iniciales han alcanzado.
El Decreto 448/1960 de 10 de marzo (B. O. del 14) autoriza al Minis-
terio de Obras Públicas para otorgar a la Compañía del Metropolitano
de Madrid la concesión de la explotación de la línea Tetuán-Plaza de
Castilla. La Orden de 11 de abril de 1960 (.B. O. del 19) publica ya la
concesión que se ha otorgado de acuerdo con el Decreto citado ante-
riormente. Se trata de una línea que la Ley de 1956 califica como de
ferrocarril subterráneo. Posteriormente el Decreto 2.431/1960 de 22 de
diciembre (B. O. de 4 de enero de 1961) contiene autorización análoga
a la señalada en el Decreto anterior, refiriéndose ahora a un tramo del
llamado ferrocarril subterráneo. Se autoriza al Ministro de Obras Pú-
blicas para encargar a la Compañía del Metropolitano de Madrid, S. A.,
la explotación del ferrocarril suburbano entre la Plaza de España y Ca-
rabanchel (34).

Lo que primero llama la atención es la diferente configuración y
trato jurídico que se da al ferrocarril subterráneo y al ferrocarril subur-

(31) Cfr. los artículos 45 y siguientes del Reglamento de Servicios de las Corpora-
ciones Locales; artículos 164 y sjguientes de la Ley de Régimen Local.

(32) La- quinta de las atribuciones de la Comisión Coordinadora que señala el ar-
tículo 9.° de la Ley de 1956 se refiere expresamente a «informa^ en los expedientes de
municipalización de transportes que hayan de realizarse dentro del Municipio».

(33) Señala concretamente GARCÍA DE ENTERRÍA, I¿a actividad industrial, cit. 113,
cómo existe opor una parte el problema de la asunción de competencias por el Muni-
cipio; está, por otra, sin necesidad de ligarlo al anterior, el problema de la forma de
gestión de los servicios municipales... es pertinente reservar el término municipalización
al primero de estos dos aspectos, y liberarlo definitivamente del segundo de ellos, que
es, sin embargo, el que hoy priva».

(34) No nos consta, en este segundo caso, que ninguna orden haya publicado to-
davía la concesión que este último Decreto autorizaba. Sin embargo, como se sabe, este
ferrocarril lleva ya funcionando varios meses.
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baño. El Decreto-Ley de 1955 hablaba de construir por cuenta del Es-
tado la infraestructura de las prolongaciones, nuevos trayectos y demás
ampliaciones de la actual red metropolitana de la capital del Reino
(art. 1.°). Se trata, pues, de una consideración genérica válida para toda
clase de ampliación de la red metropolitana, considerada de forma uni-
taria y funcional. A ello alude de manera directa el concepto de red
que hace referencia precisamente no a una determinada línea concreta,
sino a todo el conjunto de ellas. Es un concepto que por sí mismo se
opone a una consideración restringida. La unida delimitación que se
ofrece es la representada por el adjetivo «metropolitana». Hay que en-
tender tal calificación en cuanto se refiere a la red que comprende a
cierto tipo de ferrocarriles que, sin presentar unas características sus-
tanciales notorias respecto de otros tipos de ferrocarriles, vienen deno-
minados así, precisamente por prestar sus servicios en el ámbito de
una metrópoli. En definitiva, este criterio funcional de distinción de
los ferrocarriles es que él informa nuestro derecho positivo (35).

Es cierto que dicho texto legal concreta que las construcciones se
iniciarán con la infraestructura de la prolongación hasta la Plaza de
Castilla de la línea Tetuán-Vallecas (art. 5.°), pero con esto se trata
simplemente de programar la realización de los trabajos previstos. Es
una mera concrección inicial. No se presupone qué líneas hayan de cons-
tituir la red, sino que se determina sólo por dónde debe comenzar la
ampliación de la misma (36).

En cambio, la Ley de' 12 de mayo de 1956 habla ya siempre de ferro-
carriles subterráneos y suburbanos. Desde luego, en todo caso son ob-
jeto de regulación similar, y a la hora concreta de habilitar su desarro-
llo se tratan siempre conjuntamente, pero no deja de llamar la atención
el hecho de que el texto los enumere siempre uno detrás de otro. ¿Cuál
puede ser la razón que justifique tal distinción? ¿Existe realmente algu-
na diferencia de régimen en uno y otro caso?

En cuanto a la denominación parece claro que en los dos casos se
contemplan órdenes de ideas diferentes que no pueden ser compara-
dos ni contrapuestos de una manera simple. El que a un ferrocarril
se le denomine subterráneo quiere decir—hablamos ahora según estricto
significado del término—que dicho ferrocarril debe efectuar ,su reco-
rrido por debajo de tierra. La nota subterráneo nos viene a decir eso,
que el ferrocarril se instala por debajo del nivel de la superficie. Ferro-
carril subterráneo se contrapone así a ferrocarril de superficie.

En el otro caso, en cambio, la denominación está reflejando una idea

(35) Así, junto a criterios intrínsecos que justifican el que se hable, por ejemplo,
de ferrocarriles de vía estrecha o de ancho normal, tienen validez en nuestra legisla-
ción otros criterios extrínsecos que se refieren a la importancia o al ámbito de los ferro-
carriles. Se habla así, de ferrocarriles secundarios y estratégicos, de ferrocarriles de
interés local, etc.. y no nos sorprende, por tanto, que se hable de ferrocarriles metro-
politanos.

(36) Habla el Decreto-Ley, en el texto antes citado, de red metropolitana, y aunque
en la Exposición de Motivos se da entrada a la expresión ferrocarril subterráneo, no se
establece ninguna diferencia ni diversificación entre subterráneo y suburbano.
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totalmente diferente. Suburbano se opone a urbano, y así como lo ur-
bano se refiere a lo de la ciudad—caso del ferrocarril, al que función.'
dentro del ámbito de ella—, la calificación de suburbano viene a deno-
tar algo exterior a la ciudad. Sería, pues, el ferrocarril suburbano el
que enlazara el propio centro, la ciudad, con zonas adyacentes que no
son propiamente la ciudad.

De lo que decimos se ve cómo en puridad de expresión no pueden
oponerse ambos términos. No hay obstáculo para que el ferrocarril ur-
bano sea subterráneo o de superficie, como nada impide tampoco que
el ferrocarril suburbano pueda transcurrir por la superficie o bien bajo
tierra. No son términos que se contrapongan, sino que pueden darse
unidos. No .pueden, por tanto, justificar una distinción absoluta. Pen-
semos, por ejemplo, en el caso del metropolitano de París, que en di-
versos trayectos está montado a ras de tierra y sus líneas discurren
indistintamente, bien por la superficie, bien por el subsuelo.

Por lo que respecta a Madrid, se está llamando ferrocarril subte-
rráneo a la prolongación de la línea Ventas-Tetuán hasta la Plaza de
Castilla. En cambio, el trayecto que une este último punto con Cara-
banchel es ya del suburbano. Hemos de decir que en principio no
vemos razones aparentes para un trato diverso.de los ferrocarriles que
se ocupen de tales líneas. Se trata, sí, de líneas diferentes, pero que hay
que integrar sin duda alguna en la red metropolitana madrileña. El tra-
tarse de líneas diferentes puede justificar con facilidad el estableci-
miento de tarifas diversas. Pero esto nada tiene que ver con la diver-
sidad en. cuanto a la configuración jurídica.

Insistimos sobre este punto, ya que si la Ley del 56 no establece
más diferencia que la nominal entre estos ferrocarriles, la legislación
que ha desarrollado aquella Ley los diversifica al hacerlos objeto de
diferente regulación. En casos que puedan parecer límites, como éste, se
impone la llamada a los criterios de la lógica y del sentido común. Toda
una enorme literatura urbanística insiste en la necesidad de la consi-
deración a gran escala de cada uno de los problemas que afsetan a una
gran ciudad. Consideración ia gran (s-c;tla que, aparte de una interco-
nexión de los diversos problemas entre sí en cuanto existen evidente-
mente muchos puntos de contacto, supone un planteamiento sincero e
íntegro de los problema* en su magnitud misma mediante una conside-
ración real del fenómeno urbanístico capaz de superar delimitaciones
espaciales que hayan quedado anticuadas (37). Por lo que respecta al

(37) Son significativas las siguientes palabras tic VIACDOWL, op. cit., IU7: <>Uno He
los problema.- más serios ríe las gratules, caula.les es su incapacidad para controlar el
desarrollo ele terriliirio <|ue las circunda... Los problemas <le gobierno... no tienen'nin-
gún respeto por los límites artificiales.. Práclic.amenle. toda ciudad grande confronta
el problema de coordinar st-rvicios locales más allá de sus límites... El sistema de ca-
minos de toda la región que rodea a una gran ciudad, debe ser una unidad" En nuestra
doctrina, dice JORDANA I>K POZAS, op. cit.. c)3: «es lo más frecuente que la unidad social
metropolitana desborde Ins límites territoriales y de competencia asignados al núcleo
que suele llevar su nombre y se extienda sobre zonas dilatadas, en las que se encuentran
docenas o centenares de entes administrativos variadísimos y faltos de órganos comunes,
y hasta de acción coordinada». Vid., igualmente, las notas 25 y 28.
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complsjo fenómeno sociológico que Madrid supone, salta a la vista la
inoperancia de ceñirse a conceptos tales como el de casco urbano o el
de término municipal. Es que precisamente característica importante
de los complejos urbanísticos, y sobre todo cuando no ha habido una
previsión que encauzara las numerosas fuerzas latentes, es la de la falta
de límite, la dificultad de mensurar el alcance de las diversas fuerzas
que componen una metrópoli en sentido real, teniendo en cuenta los
diversos factores económicos y sociológicos. Per eso parece claro que la
red metropolitana de Madrid debe abarcar lodo lo que es el Madrid
real sin distinciones que no encuentren una justificación en la prác-
tica (38). Decimos que la Ley dsl 56 da una regulación unitaria para
la prolongación de este tipo de transportes. En cambio, no habla de
estas prolongaciones de una manera genérica, sino que en todo caso se
especifica qus se trata de los ferrocarriles subterráneo y suburbano. Así,
expresamente en los artículos 1.°, 2.°, 4." y 5.°. Y lo que llama podero-
samente la atención es que estas ampliaciones, que son diferenciadas en
la Ley en cuanto a su denominación, pero que son objeto de trato co-
mún, a la hora de la legislación qus desarrolla esos preceptos iniciales
son regulados de manera diversa, y para ellas se establecen difersnl^s
maneras de construcción y de explotación.

Quedó establecido inicialmente que el Ministerio de Obras Públicas,
con cargo al Estado, construiría las obras de infraestructura de estas
nuevas líneas de ferrocarriles (art. 1.° del Decreto-Ley y art. 2.°, pá-
rrafo 2.° de la Ley). Tales obras fueron adjudicadas a su debido mo-
msnto, por sectores, según proyectos elaborados por el Ministerio de
Obras Públicas (39). Se establecía igualmente que terminadas estas obras,
la empresa que tomara a su cargo la explotación debería realiz.-.ir la
supraestructura de las mismas (art. 3." del Decreto-Lev, art. 3." de la

(38) Es convincente en este cutido el siguiente párrafo del Preámbulo del Decre-
to 448/1960, de 10 de marzo, que antes se cita en i;l texlo, y que autoriza al Ministerio
de Obras Públicas para otorgar la concesión de la exploíación de la línea Tetuán-Plaza
de Castilla, a la Compañía Metropolitano de Madrid: «Parecen evidentes a todas luces,
la conveniencia y la necesidad de que las líneas metropolitana:?, e-lablecidas y que se
establezcan en Madrid, se exploten con unidad de criterio y uniformidad de normas,
lo que exige una dirección única, que fije aquél y establezca y aplique éstas». Desde
luego no puede ser más expresiva esta afirmación que aparace llena de sugerencias y da
campo a posibilidades realmente ambiciosas. Esta era también la directriz sentada por
el Decreto-Ley de 1955 y por la Ley de 1956. Respecto a la quiebra de tal directriz en
la práctica, véase más adelante en el texto.

(39) Por cierto que ambos lextos legales nos ofrecen una definición o mejor un»
descripción legal de lo que debe entenderse por supraesíructura y por infraestructura.
De la consideración conjunta del párrafo 5.° del Preámbulo y del artículo 3.° del De-
creto-Ley, y de los artículos 2.° y 3.° d« la Ley, se deduce lo siguiente: Las obras de
infraestructura comprenderán las explanaciones, túneles, elaciones y accesos; las su-
praestructura la formarán las vías con sus aparatos, el material móvil, la electrificación,
la línea de trabajo y su alimentación, la señalización, el teléfono y los demás elementos
necesarios para la explotación del servicio.
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Ley). (40). Este principio que se mantiene rígidamente con respecto al
ferrocarril subterráneo (Tetuán-Plaza de Castilla) quiebra, en cambio,
por lo que al suburbano se refiere. Si respecto a aquél no se hace sino
mantener lo que ya había sido dispuesto (41), en el caso del suburbano
vemos que se incumple parcialmente el imperativo inicial'. El Decreto
2.431/1960, que autoriza al Ministerio de Obras Públicas para encargar
la explotación del tramo comprendido a la Compañía del Metropolitano
de Madrid, dice claramente en su Preámbulo que se trata «de un ferro-
carril costeado en su totalidad por el Estado» (42). Y en el clausulado con-
tenido en la parte dispositiva de ests Decreto para nada se dice que
deban correr a cargo de la Compañía adjudicataria las obras de cons-
trucción de la supraestructura de dicho fjrrocarril, como se decía, en
cambio, expresamente en relación al ferrocarril subterráneo.

Tenemos, pues, que en un caso una parte del ferrocarril la construye
el Estado y otra la Compañía que se Ii3ce cargo de la explotación del
mismo. En el otro, en cambio, la construcción entera corre a cirgo dsl
Estado. Los textos legales no nos dan una justificación de este último
proceder, que supone, en definitiva, un apartamiento por parte di nor-
mas inferiores de la directriz señalada por normas de carácter legal.

La regulación de ambos ferrocarrilís se vuelve a separar en otro as-
pecto importante. Se trata ahora de la dif?.ren:e manera cómo se articu-
la en un caso y otro la colaboración entre la Administración Central y la

(40) Es curioso señalar que la solución ¡uluplacia para Madrid es similar a la que
se utilizó en París ciian.lo a raíz de la crisis de la po¿t-guerra. p<>r las Convenciones
de 1921 las Compañías concesionarias del ferrocarril melrupol.lano ailo|ilaron la (urina
de gestión interesada. Se dispuso enionces que la Villa de Parí*, que usluniaba la com-
petencia que corresponde ahora en Madrid al Minislerio de Obras Públicas, ejecutaría
los trabajos de infrauslruutura mienlras h a b m de aporiar \a Compañía, los de supraes-
tructura. Cfr. BOUCIIKT, op. cit., 55.

(41) El Decreto 448/1961) anles citado no hace sino seguir las direclriccs del De-
creto-Ley de 1955. En el artículo 1.° de este Decrelo se señala cómo «la infraes-.riictura
ha sido construida por el Eslado en cumplimiento del Decreto-Ley de 2 de st-ptiemlire
de 19Ó5». Como complemento dispone el articulo 2." que «la Compañía Metropolitana
de Madrid instalará por su cuenla la vía con sus apáralos, la línea de trabajo con ali-
mentación, su teléfono, la señalización, los' enervamientos, el material móvil de todas
ciases y todos lus accesorios en general que sean nece.-a ríos para una expiración nor-
mal". Tal es también el contenido de la segunda de las condiciones particulares con-
tenida en la Orden del Ministerio de Obras Públicas de 11 de abril de IYOO, por la
que se otorga efectivamente la concesión que autorizaba el Decrelo a m o referido.
\ ( 4 2 ) l.as siguientes Ordenes del Ministerio de Obra? Públicas vinieron a adjudicar

diversas obras referentes a la supraestructura del ferrocarril suburbano y que fueron
realizadas a cargo del Estado: Ordenes de 10 de ago-ílo de 1960 (2 de la misma ferha;
B. O. de) 24); de 8 de julio de 1960 (fi. O. del 19); de 11 de julio de \%0 {Bole-
tín Ojicial del 20).
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empresa que se. va a encargar del desarrollo de este servicio de trans-
porte. Debemos hacer aquí una referencia genérica a la doctrina del
ejercicio privado de funciones públicas (43). La forma normal para
estos casos ha solido ser la de la concesión. Tal fue la figura de que se
hizo uso para la instalación y explotación de las primeras grandes redes
de ferrocarriles existentes. Ahora bien, el sistema de concesiones, tal
como se concedían originariamente, quebró por una serie de circuns-
tancias que no es del caso examinar ahora (44). La rigidez del sistema
establecido ocasionó una serie de perjuicios entre lo? cuale.s no fue
poco notable el del anquilosamiento de las líneas y materia] utilizado
que no era renovado, por un lado ante el temor de la reversión más
o menos próxima, y por otro, porque en muchos casos la explotación
era ruinosa, ya que la falta de flexibilidad de las tarifas no se adecuaba
nada bien con las cambiantes condiciones económicas existentes en la
realidad (45).

El examen de la forma de colaboración en cuanto al modo de ges-
tión de estos servicios nos lleva directamente a la consideración de un
punto íntimamente ligado con él, que aun cuando tratemos de expo-
nerlo separadamente no podremos menos, en ciertos casos, de hacer
referencia a él. Me refiero al aspecto financiero que es vertiente impor-
tante de toda relación de gestión de servicio. Cobra aquí especial re-
lieve aquella afirmación de VIVIKN (46) de que en definitiva toda pres-
tación administrativa se resuelve en una magnitud económica. El fenó-
meno de la crisis de la concesión viene determinado, desde luego, por

(43) Tal era práclicamrnte el título de una ele las [trímeras obras de ZANOBINI,
L'esercizio privato delle pubbliche funzioni e {' orgunizzncione di'glt enli pubblici, publi-
cada en 1920, recogida aliora en «Scrilti vari di Diritto Pubblico», Milán, 1955, 87 a 12.5;
por lo que respecta a la? funciones lócalos vid. recienlemiTite, ALBI, Tratado, cit. con
la bibliografía que recoge.

(44) En general, sobre el tema de la concesión vid. GAIIKIDO FALLA, Tratado de De-
recho administrativo, \\, 360 y sigs., con la bibliografía recogida, a la que hay que
añadir, sin duda, e) trabajo de VILLAR PAI.ASI, Concesiones, administrativas, en «Nueva
Enciclopedia Jurídica», IV, Barcelona. 1952, 684 a 770, que constituye la aportación
más acabada sobre el tema de toda nuestra doctrina.

(45) Bien significativas son la? siguientes palabras de CAMBÓ, op. cit., XV y XVI:
«El aspecto agudo y circunstancial de la crisis ferroviaria provocada por la guerra, viene
caracterizado en España por un aumento considerable en el tráfico y en los ingresos que
proporciona (motivarlo por el encarecimiento de los transportes marítimos), y por un
aumento notablemente mayor de los gastos de explotación. La falta de paralelismo cnire
esos dos elementos, se ha ido acentuando de tal manera que en el año 1917 los ferro-
carriles españoles han saldado en conjunto sus balances sin beneficio, y en lo que va
de año (esto se escribía en septiembre de 1918) todas las Compañías explotan con
pérdida». Esta idea se desarrolla y demuestra con gran amplitud en el tomo II de la
citada obra, págs. 139 a 155. Se examina igualmente la influencia de la guerra, que
según se dice, «ha sido verdaderamente desastrosa en el servicio ferroviario en todas
las naciones» (pág. 151). Es cierto que tales observaciones se refieren a los ferrocarriles
en general, pero estimo no hay inconveniente a traerlas aquí a cuento.

(46) Cit. por VILLAR PALASI, Las técnicas administrativas de ¡omento y de apoyo al
precio político, en el núm. 14- de esta REVISTA, pág. 79.
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la imposibilidad de adoptar las formas jurídicas a las cambiantes con-
diciones económicas (47). La necesidad de buscar una rentabilidad nor-
mal para el adjudicatario del servicio público es el acicate que informa
la evolución de las formas conocidas de colaboración Administración-
adjudicatario. Tal rentabilidad es presupuesto necesario para una ade-
cuada prestación del servicio en que se tenga en cuenta no sólo la nece-
sidad momentánea, sino también la continua perfectibilidad del mismo.
Y cuando el mantenimiento de este último requisito se hace imposible,
se arbitra la fórmula de que sea la propia Administración quien venga
a asumir directamente la gestión del mismo haciendo uso, en tal caso,
de los fondos del presupuesto. De ahí que el examen detallado de las
formas de colaboración respecto a los nuevos ferrocarriles madrileños
nos llevará a hacer ciertas consideraciones respecto dé las tarifas que,
como contraprestación de esos servicios, se establecen o se han de es-
tablecer.

El Decreto-Ley de 1955 habla de una manera genérica respecto a la
colaboración del Estado con la empresa que deba gestionar este servicio
público. Tanto el Preámbulo como la parte dispositiva se rsfieren con
gran vaguedad a «la empresa que tome a su cargo la explotación». Nada
se prejuzga con esta expresión respecto a cuál ha de ser la figura jurí-
dica qufl se adopte. Es cierto que se señala la conveniencia, como antes
veíamos, de que el ferrocarril metropolitano sea objeto de explotación
por una sola empre.sa. Pero ello nada dice respecto de la manera con-
crsta en que deba articularse la relación entre la Compañía del Metro-
politano y el Ministerio de Obras Públicas. Está claro, sí, que la Admi-
nistración no debe explotar directamente el servicio, pero no sabemos
si habrá de acudir al auxilio del concesionario, y en est? caso nada se
prejuzga positivamente respecto a las modalidades de tal concesión. Se
concede al Gobierno la potestad de resolver este último extremo tan
importante, ya que el artículo 4.° dispone que el Gobierno queda auto-
rizado para determinar por Decreto las condiciones jurídicas, técnicaj
y económicas de la adjudicación de la explotación. La referencia a las
cuestiones jurídicas remite, pues, a la discrecionalidad del Gobierno la
cuestión que nos interesa.

Ahora bien, decía antes que el aspecto financiero ha sido y sigue
siendo determinante en cuanto a las características jurídicas de la for-
ma de colaboración Administración publica-adjudicatario de un servi-
cio público. Y sobre este aspecto el Decreto-Ley nos ofrece unos cuantos
datos interesantes. Queda expresamente postergada la gestión directa por
parte del Estado. Hay que destacar que queda igualmente descartada la
forma originaria de concesión en que el particular adjudicatario debía
construir la obra para luego explotarla él mismo. Positivamente se ha-
bilita a la Administración, como veíamos antes, para construir la parte
fundamental de las nuevas instalaciones. Tal decisión viene justificada
en el texto legal por (*os razones importantes. Dada la conveniencia de

(47) Vid. mi trabajo, de próxima publicación, Notas para la caracterización de la
gestión interesada, donde recojo abundante bibliografía sobre estas cuestiones.
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rápida construcción que las perentorias necesidades exigen, la realiza-
ción exclusivamente privada de estos ferrocarriles exigiría, desde luego,
«la elevación de las tarifas en cuantía que no se considera oportuno
autorizar». Así dice expresamente el Preámbulo. Intimamente ligada
con ésta, nos ofrece, también el Preámbulo, la otra razón .- la rentabi-
lidad de las inversiones en este campo es ciertamente exigua, lo que
hace qus los capitales privados se retraigan, y por ello no le queda más
remedio a la Administración que subvenir de alguna manera los fondos
necesarios para que tales servicios se lleven adelante. La forma que se
adopte para la explotación del" servicio debe exigir, púas, una colabo-
ración activa de los dos sujetos que deben intervenir en la relación que
se establezca. Quedan, pues, eliminados los dos extremos en la amplia
gama de modalidades jurídicas que la prestación de servicios públicos
puede ofrecer. Ni gestión directa ni concesión de obras. Cualquiera de
las varias fórmulas existsntes entre ambos polos (48) podrán ser adap-
tadas por el Gobierno a la hora de desarrollar esta norma.

La Ley de 1956 es ya más expresiva. S3 sigue diciendo que las con-
diciones jurídicas, técnicas y económicas de adjudicación de la explota-
ción se determinarán por el Gobierno (art. 3.°), pero en varios artículos
se hace ya referencia expresa a una concesión o concesiones, determi-
nando concretamente el mismo artículo 3.° que el Estado, y previos los
requisitos y formalidades legales, adjudicará la explotación de los nue-
vos trayectos a un concesionario. Hay ya, pues, una concreción impor-
tante : los ferrocarriles subterráneo y suburbano han de ser explotados
por un sujeto diferente de la Administración Central que adopte la con-
dición de concesionario. Se da también una especificación previa que
puede ayudarnos a delimitar la forma concreta de concesión que se adop-
te, pues la Ley, siguiendo el mismo camino que el Decreto-Ley de 1955,
dispone que las obras de infraestructura correrán a cargo d 3I Estado,
mientras el adjudicatario, o mejor, el concesionario, deberá realizar la
supraestruclura. También en este caso se justifican ampliamente las ra-
zones que a tal sistema han conducido, adoptando argumentos similares
a los del Decreto-Ley que antes transcribía (49).

AI configurarse en esta norma de forma concreta precisamente la
existencia de. una concesión y no de otra figura jurídica, se dictan algu-
nos preceptos que se refieren a aspectos singulares de la misma. Se dice,
por ejemplo, que finalizado el plazo de concesión ds las lineas, reverti-
rán con todos los elementos necesarios para su explotación al Ayunta-
miento de Madrid (art. 5.°) (50). Sobre este precepto habrá que insistir

(48) Vid. una completa exposición de todas estas posibles modalidades en GARCÍA-
TREVUANO, Aspectos de la Administración Económica, en esta REVISTA, núm. 12, espe-
cialmente págs. 46 a 70.

(49) Más adelante recojo en el texto la parle de la Ley a que aquí me refiern.
(30) Creo que hay que conectar tal modalidad de reversión a favor del Ayunta-

miento madrileño con lo que poco antes—art. 4.°—dispone la Ley: el presupuesto de Ia9
obras de infraestructura será anticipado por el Estado y se reintegrará en un cincuenta
por ciento, que abonará el Ayuntamiento de Madrid. Y la misma Ley determina cuáles
deberán ser los medios a que recurra el Ayuntamiento para poder hacer (rente a tales
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más adelante. Otro aspecto que se regula es el de la contraprestación
que el concesionario deberá abonar por los bensfícios obtenidos. El con-
cesionaria vendrá obligado a satisfacer el canon de uso o explotación que
se determine en función de una rentabilidad normal y unas tarifas es-
trictas (art. 3.°) (51).

Preconfigurada de tal manara la forma concesional como una opción
entre varias alternativas, nos interesa ver ahora cuál es el desarrollo efec-
tivo a que se ha llegado. Y mejor que concretar qué tipo ds concesión
permite dicha Ley, me parece más eficiente examinar las figuras reales
que han surgido al darsa desarrollo a aquélla recientemente. Me he de
referir otra vez a los ya citados Decretos 448 y 2.431 de 1963, aquél en
cuanto regula la explotación de la nueva línea Tetuán-Plaza de Castilla,
y éste referido a la explotación dsl suburbano.

El primero, de los Decretos citados, como su mismo título indica,

reintegros. O sea, que la Ley de 1056 preveía que parte importante de las obras de
infraestructura habría de correr a cargo del Ayuntamiento. De ahí que luego la rever-
sión de la concesión se efectúe a favor de ésie. Se tra."a, pues, de una reversión en cierto
modo onerosa, de la que no faltan antecedentes en nuestro Derecho. Cír. GARCÍA DE EN-
TKKKÍA, La ordenación, cit., 19. Sobre la reversión en general, vid. el mismo autor. El
duerna de la reversión de concesiones, en su libro Dos estudios sobre la usucapión en
Derecho administrativo, Madrid, l!/"55, págs. 12 y sigs.

(51) No deja de ser significativo el que al configurarse la futura concesión establez-
ca la Ley que uno de los requisaos necesarios habrá de consistir en el pago de un canon
por el concusionario. O sea, que, por una paite, la novedad que supone este tipo de
concesión nata precisamente de que sea la propia Administración quien se haga cargo
de una serie de obras que en otras condiciones hubieran sido realizabas por el conce-
sionario. F.n vista de las circunstancias y para el bien del servicio público, al conce-
sionario se le exime de tal carga. Se trata de contemplar conjuniamente el bien del ser-
vicio publico y la rentabilidad normal de la inversión del concesionario. En cambio, la
mi-smu I.ey establece la necesidad de una conlrapreslación dinerada por parle del con-
cesionario. Ame tal situación podemos preguntarnos: ¿qué más remuneración para la
Administración pública qup el hecho de que un servicio público se |.reste en las debidas
condiciones y que pueda incluso ser susceptible de perfeccionamienlo? Si, como veremos
niá- advlanle, la inhalación y perfeccionamiento de estos servicios se financia con fon:!os
pul.heos, no tiene ninguna lazón de ser el que el concesionario pague un canon sabiendo
que luego la Administración ha de subvencionar o proporcionar fondos por otro proce-
dimiento (jara que tales servicios puedan salir adelante. A nada práctico cominee este
movimiento de fondos. Hay que concluir que el legislador, al regular tal concesión, no
hace sino seguir el viejo modelo in.-piradnr de las concesiones de dominio público. Peto
allí la remuneración que se establece tiene un sentido totalmente difcrun:e que no cua-
dra c»n otros tipos de concesión como el que ahora contemplamos. Cfr. VILLAR PALASI,
Concesiones administrativas, cit... 69 y passim. No alcanza nuestra Administración a li-
braii-e de ¡[leas tan puco defendibles hoy día como la que aquí combatimos. No deja de
llamar la alención la (al'.a de discriminación con que el Decreto 136/60 (Presidencia del
Cubicrnu). de 4 de febrero, sobre convalidación de tasas, establece en su artículo 1."
que -e convalida la lar-a por canon de ulili/ai ion del dominio público o de aprovecha-
miento ile los bienes radicados en el mismo, en virtud de concesiones o auloiizaciones
que autorice el Ministerio de Obras Públicas. Tal indiferenciación inicial no cuadra real-
mente con el sentido que muchas de esas concesiones o autorizaciones pueden ¡ener. Lo
signilicatuo del ca-o es que el impnite de esa lasa se dedica a las atenciones del Minis-
terio de Obras Públicas o de sus organismos autónomos (art. 6.°).
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viene a autorizar al Ministerio de Obras Públicas para «otorgar a la
Compañía del Metropolitano de Madrid la concesión de la explotación
de la línea...y>. Este Decreto no es sino consecuencia directa de aquella
norma antes transcrita que autorizaba al Gobierno para determinar las
circunstancias concretas en que se había de otorgar la explotación y
viene a sentar las bases de lo que habrá de constituir el clausulado de la
concesión que se otorgue. En este caso concreto, la concesión que se con-
f gura no supone novedad alguna respecto de las figuras de concesión
que estamos acostumbrados á ver en la vida jurídica ordinaria. Dispone
el artículo 6.° que la línea se considerará, a todos los efectos, como parte'
integrante e inseparable de la red que actualmente explota la Compañía
del Metropolitano de Madrid, e igualmente que «su explotación se re-
girá por las mismas normas, y se llevará a cabo con las mismas condi-
ciones que sean en cada momento de aplicación en esta red»- No nos
interesa ahora ver cuál es el alcance de estas normas por las que se ha
de regir la red general. Se trata sólo de constatar cómo esta nueva línea
Tetuán-PIaza de Castilla se incorpora íntegramente a la red metropolita-
na ya existente. El trato jurídico que a su explotación se da se equi-
para ab initio al ya existente para la red metropolitana.

Del Decreto 448 y de la Orden de 11 de abril de 1960, que contiene
ya la concesión otorgada, podemos extraer las siguientes caraetsrísticas :

1." La concesión es otorgada por el Ministerio de Obras Públicas.
2.a Como empresa concesionaria aparece la Compañía del Metropo-

litano de Madrid, S. A.
3.a El objeto de la concesión es la explotación de la nueva línea.
4.a El concesionario debe aportar la supraestructura de las instala-

ciones.
5.a Se otorga la concesión por un plazo dé sesenta años, a partir del

día en que se abra la explotación al servicio público.
6.a Finalizado este plazo, revertirá al Estado la línea con todas sus

instalaciones y material fijo y móvil de todas clases, en plena propiedad,
libre de cargas u obligaciones de toda especie y en buen estado de con-
servación.

7.a La empresa concesionaria es plena y absolutamente responsable,
en todo caso, de todos los daños, perjuicios y averías que se puedan cau-
sar a las personas y a las cosas por la explotación del fsrrocarril.

8.a La inspección de la explotación del ferrocarril corresponderá al
Ministerio de Obras Públicas.

9.a Como subsidiarias, se aplicarán la legislación de Obras públicas
y la de ferrocarriles.

10. El incumplimiento por el concesionario de cualquiera de las
condiciones señaladas será motivo suficiente para iniciar el expediente
de caducidad de la concesión.

Tales son las cláusulas principales que rigen esta conessión (52). En
(52) Ya no se alude ahora en la regulación concreta al problema del canon que

debiera pagar el concesionario. Hay, evidentemente, un apartamiento de lo <]ue la Ley
disponía; pero desde un punió de vista general, la solución aclual parece mucho más ade-
cuada por cuanto decimos en la nota anterior.
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vista de ellas, me parece indudable que estamos ante un caso de con-
cesión de servicios, pues el significado de las obras de superestructura
es realmente mínimo y puede incluso entenderse que forman parte de la
instalación de la empresa (53).

Señalábamos antes cómo también en este punto se da una diferencia
entre la regulación del subterráneo—que se equipara a la da la red
metropolitana—y la del suburbano. Así se manifiesta en las normas que
para encargar de la explotación de este último da el Decreto 2.431
de 1960. Así como antes nos fue fácil llegar a una delimitación de la
naturaleza jurídica de 1J? concesión establecida, ahora la cuestión se
presenta más dificultosa. El punto de partida sigua siendo el mismo.
El que la Ley de 1956 hable de que se establecerá una concesión al-
canza tanto al ferrocarril subterráneo como al suburbano. Ahora bien,
ya el título dsl Decreto 2.431 se caracteriza por su ambigüedad. Se
habla, en efecto, de un Decreto «por el que se autoriza al Ministerio de
Obras Públicas para encargar a la Compañía del Metropolitano de Ma-
drid la explotación del ferrocarril suburbano». Evidsntementc, dicho
título no resuelve muchas dudas. Pero es que además el texto mismo
es muy poco claro. En el Preámbulo del Decreto se dics que éste con-
tiene las bases para que la «Explotación de Ferrocarriles por el Estado
otorgue con la Compañía del Metropolitano un contrato de arrendamien-
to de servicios», y en la parte dispositiva se habla en varios casos de
contrato y de convención. Por otro lado, al articular las bases que
deben modular el otorgamiento ds la explotación, se dice expresamente
en la primera de ellas: «Dirección técnica, jurídica, económica y eje-
cutiva a cargo de la Compañía, la que actuará como si de una concesión
propia se tratara, sin más limitaciones que las quí. más adelante se se-
ñalan». Por fin, el examen de las disposiciones concreías nos da la im-
presión de que se establece la explotación del servicio en régimen de
gestión interesada. Ante esta triple disyuntiva no nos queda sino dedu-
cir a través del contsnido mismo de la disposición cuál es el verdadero
alcance que a la misma puede dársele. El que ss hable de arrendamien-
to de servicios y luego en realidad se describa otra figura jurídica di-
versa no debe preocuparnos en (Amasia. La realidad que unas normas
describan y configuren debe prevalecer siempre frente a una denomina-
ción incorrecta (54).

(53) En este sentido, GARCÍA-TREVIJANO, Plan de transportes, cit., 590, bien que re-
ferido exclusivamente a la Ley Je 1956. Sobre las características Je este tipo de con-
cesión, vid. el mismo autor, Aspectos, cit., 48-52.

(54) Sobre la diversidad enlre lo realmente regulado y la denominación que se da,
vid. recientemente GARCÍA-TREVUANO, Hacia un nuevo sistema de justicia administrativa
en España, en esta REVISTA, número 34. 302 y 303. Se refiere este autor también al
caso que en el texto, contemplamos que no duda en calificar de gestión interésala:
«Tratándose de servicios públicos, no caben formas privadas de gestión. La voz "arren-
damiento" es inexacta, a no ser que por ella entendamos una figura específica del Orde-
namiento administrativo. En la legislación de régimen local, la llamada forma de ges-
tión "arrendamiento" es aplicable a los servicios locales "no públicos", pues para éstos
existe la concesión, gestión interesada, concesión de ejercicio, etc..» (pág. 303).
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En otro lugar ras ocupo de las características de la gestión intere-
sada (55). Baste ahora decir que es una modalidad de explotación de
los servicios públicos de gran eficacia cuando existen ciertas condiciones
excepcionales. Tiens gran aceptación tal manera de proceder cuando la
Administración no estima conveniente encargarse ella directamente de
la explotación de un servicio público, y por otro lado a los particulares
les es difícil asumir tal responsabilidad por la escasa rentabilidad que el
servicio presenta o por lo inseguras que pueden parecer las condiciones
de explotación. A la empresa gestora se le asegura en todo caso una
remuneración mínima, haciéndose cargo la Administración del resultado
de la e x p i a c i ó n . La contraprestación que la empresa gestora recibe no
consiste sólo en la remuneración mínima, sino que cuando se producen
beneficios es también para ella una parte proporcional de los mismos,
de- manera que el gestor tiene interés efectivo en que el rendimiento me-
jore. Est3 interés de la empresa por que el rendimiento del servicio me-
jore es lo que califica a este tipo de gestión, que por eso se llama in-
teresada.

Aludíamos antes a cómo existen en el caso prjsente circunstancias
que hacen poco rentable y, por tanto, poco apetecible la aportación de
capitales privados a este tipo d3 empresa. En cambio, a pesar de esta
situación dificultosa, no se encarga directamente la Administración de
la gestión del servicio. ¿Es que se adopta la fórmula de colaboración
conocida con el nombra de gestión interesada?

Veamos, p?ra poder llegar a una calificación adecuada, cuáles son
las notas que caracterizan a la realidad jurídica que aquí se nos ofrece:

1.* Las partes que intervienen en la convención son la Explotación
de Ferrocarriles por el Estado y la Compañía del Metropolitano de Ma-
drid (art. 2.°).

2." Objeto de tal convención es la explotación del ferrocarril sub-
urbano.

3.* Dirección técnica, jurídica, económica y ejecutiva a cargo de la
Compañía (art. 4.°, 1).

4.a Contratación del personal nuevo y utilización del propio de la
Compañía con caráctsr eventual, única y exclusivamente para la explo-
tación del suburbano,, con su pertinente reglamentación, en régimen de
empresa privada y sólo mientras la Compañía estuviere encardada de
aquella gestión (art. 4.°, 2).

5.a La administración y contabilidad del ferrocarril serán llevadas
por la Compañía, con absoluta separación de las propias (art. 4.°, 3).

6.* La Compañía percibirá en concepto de rsmuneración />fr su
ges'.ión un tanto por ciento de los productos de la explotación, con un
mínimo determinado, y otro tanto por ciento de los beneficios (artícu-
lo 4.°, 6).

7.a Hasta que cesen los déficits iniciales de explotación, la Compa-
ñía los suplirá con cargo a créditos, que obtendrá de la Banca privada,

(55) Vid. mi trabajo cit., Notas para la caracterización, con la bibliografía que allí
recojo.
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a cuyo efecto habrán de expedirse por la Explotación de Ferrocarriles
por el Estado los documentos necesarios justificativos de las cantidades
que la Compañía acredite del Estado (art. 4.°, 5).

8.a Las ampliaciones, mejoras y modernización del establecimisnto
serán decididas por el Estado y realizadas a su cargo. Si ya se hubie-
ran constituido reservas suficientes para realizarlas, se harán con cargo
a éstas y por decisión de la Compañía la renovación extraordinaria y la
modernización del establecimiento (art. 4.°, 4).

9.a La fecha de entrada en vigor del contrato habrá de ser como
máximo de quince días a contar de la de su otorgamiento, y habrá de
terminar a los cuatro años como máximo y dos como mínimo de la
apertura al servicio publico y podrá ser prorrogado de común acuerdo
por plazos parciales de dos años (art. 4.°, 9).

10. x La inspección técnica y administrativa, por tratarse de un servi-
cio público, está encomendada a órganos de la Administración Central
(art. 4.% 8).

Estas característica» expuestas nos permiten afirmar, sin duda, que
estamos ante un caso <le gestión interesada. La Administración colabora
con la Compañía Mentropolitano de Madrid, que es quien aporta la
empresa, mientras aquélla ha construido en su totalidad el ferrocarril
y es quien, en definitiva, se hace cargo del resultado de la explotación.
A dicha Compañía se le aseguran, en todo caso, unos ingresos mínimos
y una parte del beneficio cuando éste se produzca (56). Hay, por tanto,
una seguridad, pero también un estímulo para el perfeccionamiento de
la explotación.

Ante configuración tan acabada de esta figura jurídica, ninguna fuer-
za puede tener la diferente denominación que la misma norma contiene.
Cabría pensar que al determinarse tal forma de adjudicación utilizando
la técnica de la gestión interesada, el Decreto 2.431/60 se aparta de la
normativa sentada por la Ley de 1956 cuando disponía que la adjudica-
ción de tal servicio público debía hacerse por medio de concesión. No
hay, sin embargo, tal apartamiento, ya que en definitiva la gestión inte-
resada no es sino una forma extrema de concesión (57).

El hacer uso de la gestión interesada es una de los novedades inte-
resantes que la legislación de ferrocarriles urbanos, nos depara. Vemos,

(56) Parece contradecirse con lo que décimo* lo dispuesto en el artículo 3. ': «En
méritos de es:e traspaso, ninguna responsabilidad, quebranto ni beneficio habrá de ca-
berle por la del suburbano a la Explotación de Ferrocarriles por el Estado, que conta-
bilizará por separado de las jtras suyas las operaciones y resultados de esta explotación,
a los efectos que se señalan en las bases 5.» y 6.a del artículo 4.°». Creemos, sin embargo,
que no hay tal contradicción. Estas bases a que ?<• refiere la frase final, al asegurar a
la Compañía del Metropolitano un interés mínimo y reconocer que tal Compañía pueda
ser acreedora del Estado, dan pie para pensar que puede surgir efectivamente una rela-
ción obligacional entre la Compañía y la Administración Pública. Pues bien, entiendo
que el artículo 3.", que desde luego es algo confuso, viene a asegurar a la Explotación
de Ferrocarriles por el Estado que no sí-rá ella la perjudicada con tales relaciones oblí-
gacionales.

(57) Vid., sobre estn. mi trabajo' Nolax para la Karaclcrizarwn, cit.
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pues, admitida recientemente en nuestro Derecho esta figura jurídica
que en determinadas circunstancias proporciona resultados muy efi-
cientes.

VI

El examen de las técnicas concretas de colaboración entre el Estado
y la Compañía del Metropolitano no liene un mero interés escolástico.
Se está aludiendo al hablar de tales técnicas al problema de la financia-
ción de estos servicios públicos que, como veíamos antes, es el problema
más importante que subyace a todas estas cuestiones jurídicas. Ante la
irresolución continuada de la cuestión de los transportes madrileños se
arbitran estas fórmulas de colaboración con que se corrige la simple
intervención de personas privadas, pero sin llegar a dar entrada de ma-
nera exclusiva a la Administración Pública.

Sin intentar abordar esta realización en toda su magnitud, pues ello
nos llevaría muy lejos, quiero simplemente limitarme a llamar la aten-
ción en un punto concreto que con el aspecto financiero de la cuestión
se relaciona : en el campo de los servicios públicos a que nos referimos
6e proclama insistentemente la inadecuación del uso de precios de De-
recho privado. Se niega 06 initiq la posibilidad de que la contrapresta-
ción exigida por estos servicios venga determinada por el precio de
mercado. Vale la pena recordar nuevamente aquel fragmento de Ja Ex-
posición de Motivos del Decreto-Ley de 1955 : «atendido el costo de la
construcción y de los demás gastos de primer establecimiento de las
previstas ampliaciones del ferrocarril subterráneo de la capital, es evi-
dente que- su financiación íntegramente privada exigiría la elevación de
tas tarijas en cuantía que no se considera oportuno autorizar, al menos
en la actualidad... Desde otro punto de vista, ha de reconocerse que las
posibilidades del mercado de capitales niegan a la inversión no estatal
la agilidad precisa para acudir a obras de tan reducida rentabilidad-».
Dos principios se deducen claramente de cuanto transcribimos: 1." In-
adecuación de los precios de mercado para la fijación de las tarifas de
este servicio público, que se determinan con independencia del mon-
tante de las inversiones que haya sido preciso realizar; 2.° La rentabi-
lidad de las inversiones realizadas en este sector es muy reducida. Estos
principios son recogidos igualmente por la Ley de 1956. Dice el Preám-
bulo : «La realización de una red de transportes subterráneos o subur-
banos requiere, al menos, costosos y difíciles trabajos de explanación y
normalmente la construcción de túneles, que supone una fuerte inver-
sión de capital, de tal entidad, que las fortunas privadas se retraen por
imposibilidad de obtener una rentabilida-d decorosa, necssariamente li-
mitada al impedirse en su totalidad la incidencia de la tarija resultante.
Este principio ya informa el Decreto-Ley de 2 de septiembre de 1955,
que cargó sobre el Estado el coste de las obras de infraestructura aludi-
das, principio que ahora se confirma con la presente disposición». ISó-
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tese cómo el mismo texto lega] proclama que se trata de un principio
que adquiere, por tanto, validez continuada, y que ha de informar, in-
dudablemente, toda actuación que se intente en este campo.

Ambos principios nos merecen juicios bastante diferentes. Con el
primero de ellos no se hace sino proclamar de manera firme e indudable
que la cuestión de las tarifas es una cuestión social y no sólo financie-
ra (58), ayudando a superar toda concepción simplemente patrimonia-
lista de la tarifa de los servicios públicos de transportes urbanos, al me-
nos tal como se concibe dicha tarifa en nuestra actual realidad jurídica.
Se trata de un argumento más a favor de tesis sustentada por parte im-
portante de nuestra doctrina de que tales tarifas deben ser concebidas
como tasas, esto es, como auténticos tributos (59). Consecuencia de ello
es que se da entrada de manera firme al principio de la tarifa dirigi-
da (60). En este sentido, la postura consagrada aparece como merecedora
de todo elogio (61).

El segundo principio pone de manifiesto, en cambio, la situación
lamentable que durante muchos años ha tenido vigencia en nuestro De-
recho a propósito de las inversiones privadas en el campo de los ferro-

(58) BOUCHET, op. cit., 6: GARCÍA DE ENTERRÍA, La ordenación, cit., 51 y passim;
PÉRE? OLEA, Transportes, cit., 297, señalaba que «la tarifa del servicio público es una
tasa que no tiene por qué cubrir los gastos de amortización y explotación, menos aún de
las nuevas instalaciones».

(59) Acérrimo defensor de esta tesis ha sido GARCÍA DE ENTERRÍA en Aspectos de la
ordenación financiera de los servicios públicos de transportes urbanos, en La ordena-
ción, cit., especialmente págs. 38 y sigs. Vid. allí abundante bibliografía. En el mismo
6entido, F. VICENTE-ABCHE, Notas de Derecho financiero a la Ley de Tasas y Exacciones
parafiscales, en esta REVISTA, número 29, 389. Contra, recientemente, PÉREZ OLEA, La
Ordenanza Postal y las tarifas del servicio de Correos, número 32 de esta REVISTA,
282 y sigs.

(60) Sobre el significado de la tarifa dirigida y su contraposición a la tarifa sufi-
ciente, vid. GARCÍA BE ENTERRÍA, La ordenación, cit.. 51 y passim; M. ANSHKN y F. D.
WOBMUTH, Prívate enterprise and pubtic policy, Nueva York, 1954, 177.-

(61) Recientemente, la Orden del Ministerio de Obras Públicas de 27 de diciem-
bre de 1960 (B. O. de 14- de enero de 1961) determinó las tarifas que debían regir en
el ferrocarril suburbano y autorizó un reajuste de las vigentes para la red metropolilana.
Respecto a eslas últimas se dispone «la taxativa adscripción del 75 por 100 de los pro-
ductos de esa elevación a la financiación de las reformas del establecimiento necesarias
para ampliar y mejorar el servicio». No deja de ser significativo el que a la serie de
criterios seguidos para financiar las ampliaciones y mejoras de la red metropolitana se
añada ahora éste de la colaboración de los usuarios de tales servicios. Vid. la afirmación
de PÉREZ OLEA en la nota 58, que refleja la doctrina dominante. No me interesa ahora
hacer una valoración económica o social de la introducción de tal criterio. Quiero sólo
señalar que la adopción de este procedimiento no es un obstáculo a la concepción de
las tari/as como institución fiscal. Se pueiíe considerar tal técnica como un caso de
afectación de tributos que tan gran extensión tuvo en épocas históricas y que, por des-
gracia, vuelve a recobrar actualidad en nuestra realidad financiera. Sobre las técnicas
históricas de afectación de tributos, vid. VILLAR P.tiusi, Las técnicas, cit., 13 y sigs.
y 113; y Fisco versus Administración: la teoría nominalista del impuesto y la teoría
de las prestaciones administrativas, en el número 24 de esta REVISTA, 16.
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carriles (62). Los textos legales últimamente citados hacen referencia a
la «reducida rentabilidad» y a la «imposibilidad de obtener una ren-
tabilidad decorosa». Podemos enlazar estas afirmaciones con las pala-
bras de CAMBÓ que más arriba reproducíamos. Si la tarifa se concibe
como una tasa, qus no pretende, por tanto, ser una contraprestación
total del servicio prestado, ¿por qué ha de salir perjudicado el particu-
lar que se encarga de la gestión de tal servicio? Consecuencia indudable
de la baja rentabilidad de las inversiones realizadas en este sector es no
sólo la falta de perfeccionamiento, sino incluso la falta de renovación
de las mismas (63). La aplicación rígida de tal principio produce no
sólo una situación injusta con relación a la persona ciue gef.iona tales
servicios—-la imposibilidad de obtsner una rentabilidad decorosa supone
desde luego un atentado al principio de igualdad ante las cargas públi-
cas—, sino que, lo que es más importante en relación con el bien co-
mún, es la causa principal del mal estado en que puedan hallarse tales
servicios públicos. Si la Administración estima conveniente que no debe
ser ella quien asuma directamente la construcción y gestión de tais»
servicios, debe actuar de manera que el particular que se haga cargo

(62) Son expresivas las palabras del Alcalde de Madrid, Discurso, cil-, 578: «Por
una razón de orden social se retrasa el reajuste de tarifas, y al no encontrar subvención
para el precio político, el capital privado huye de los servicios públicos».

(63) En Estados Unidos, las tarifas de los servicios públicos, que se conciben de
forma diferente a como aquí lo hacemos, preocupan sobre todo en cuanto deben ser
suficientes no sólo para asegurar una remuneración justa, sino también para permitir
el mantenimiento y mejora de las instalaciones. Así, desde U época primitiva en que
la autoridad no intervenía en esta materia («Prior to 1870 legislatures did not use iheir
power to fix rates», cír. M. G. GLAESER, Public uliliúes in american capitalism, Nueva
York, 1957, 270), diversos criterios se suceden hasta nuestros días, recurriendo a dife-
rentes medios de valoración de las instalaciones para poder sentar luego conforme a
ellas cuáles deben ser las tarifas adecuadas. Y dado que las controversias que surjan
en este campo se atribuyen a la Corte Suprema, me parece interesante señalar cuáles son
las principales etapas que se han sucedido. En 1886 declaraba dicho Tribunal que el
poder tarifario, del Legislador no es ilimitado; como decía concretamente el Justicia
WAITE en el caso Railroad.Commission, «this power to regúlate is not a power to des-
troy, and limitation is not the equivalent of confiscation». En 1898, en el famoso caso
Smyth v. Ames, se trataba de determinar el precio justo (fair valué) de la propiedad a
base de una serie de datos diferentes:' «the original cost of construction, the amount
expended in pennanent improvement, the amount and market valué of its bonds and
stock, the present as compared with the original cost of construction, the probable
earning capacity of the property under particular rates prescribid by statute... We do
not say that there may not be other matters to be regarded in estimatmg the valué of
tne property». En 1923, la intervención del Justicia BRANDÉIS dio nacimiento a la «pru-
dent investment theory» o teoría del capital honesta y prudenlemente invertido. Al repe-
tirse los casos, la Corte se muestra partidaria, en unos, de aplicar el criterio del coste
originario o histórico, y en otros, hace uso del coste de reposición. En 1944 declara
que «the Coriimission was no bound to the use of any single formula or combination of
formulae in detennínig rates». Sin embargo, parece ser que modernamente prevalece et
criterio del coste de reposición como más adecuado para cumplir los fines 'que antes-
señalaba de remuneración justa y posibilidad de perfeccionamiento de las instalaciones.
Cír. CLAESER, op. cit., 270 y sigs.; ANSHEN y WORMUTH, op. oit., 176 y sigs.
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de ellos encuentre una remuneración suficiente para asegurar el buen
mantenimiento e incluso el perfeccionamiento sucesivo de tales servicios.

Por eso merece interés especial la legislación última en materia de
ferrocarriles urbanos, porque al mismo que mantiene aquel principio
primero de la insuficiencia de las tarifas, intenta dar una solución sa-
tisfactoria a las otras cuestiones realmente palpitantes de la suficiencia
de la remuneración del gestor de dichos servicios y de la posibilidad
de ulterior perfeccionamiento y desarrollo de los mismos. Aquí radica
la importancia principal que las formas de gestión examinadas pueden
presentar. En definitiva, la evolución última en materia de ferrocarriles
metropolitanos no hace sino poner da manifiesto una vez más el hecho
de que estos servicios públicos satisfacen auténticas necesidades colec-
tivas. De ahí la improcedencia de que sean financiados por los con-
cretos usuarios de los mismos y la inclusión de tales servicios entre las
necesidades que debe atender el sistema financiero general (64). Los
principios que inspiran esta legislación y que antes recogía son buena
prueba ds cuanto decimos. Pero, además, son bien significativas las
técnicas concretas que se adoptan. Porque, en último término, el que la
Administración cargue con las obras de infraestructura de los nuevos
ferrocarriles no es sino una asunción con cargo al presupuesto gsneral
del Estado de la parte más importante y costosa de las nuevas amplia-
ciones de estos servicios públicos. En definitiva, da lo mismo cuál sea
la técnica concreta qug por la Administración Pública se adopíe para
acudir a estas necesidades. El que. el Estado asuma directamente la ges-
tión, o construya una parte de las nuevas instalaciones, o subvencione
a un particular para qu3 él mismo lleve a cabo tales realizaciones, pre-
senta, sí, diferencias técnicas importantes que deberán ser resueltas se-
gún las circunstancias existentes. Lo que importa destacar es que en todos
esos casos hay una inversión del dinero público que se justifica precisa-
mente por la naturaleza de las necesidades que deben ser satisfechas.
Esta es la consecuencia fundamental que de tal regulación debemos de-
ducir. El saber luego por qué en este caso concreto se recurre a la
construcción por parte del Estado en lugar de otorgar una subven-
ción a la Compañía que lleva la explotación de tales servicios es ya cues-
tión accesoria. Desde luego, como determinantes de esta elección, po-
demos señalar, por lo menos, las tres circunstancias siguientes:

1.a El tradicional recelo con que se mira, tanto por parte de la Ad-
ministración como por parte de los mismos administrados, el otorga-
miento de subvenciones, sobre todo cuando son atribuidas a empresas
de un cierto potencial económico (65). El que en ciertas ocasiones estén

(64) Cfr. GARCÍA DE ENTERRÍA, La ordenación, cit., 51: «Lo que interesa subrayar
especialmente es que la cuestión del costo o financiación del servicio debe quedar, en
buena técnica, al margen, remitiéndola íntegramente a la totalidad del sistema financiero,
y no necesariamente a la parte aislada del mismo, que es precisamente la tasa».

(65) Sobre el significado de las subvenciones, vid. BOULOUIS, Essai sur la polilique
des subventions administralives, París, 1951; VILLAR PALASI, Las técnicas administrati-
vas, cit., 14 y 61 y gigs.
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justificadas tales reservas no explica, sin embargo, el que en todo caso
deban ser miradas con prevención dichas subvenciones.

2.a Puede intentar la Administración, construyendo ella misma ta-
les obras, que lleguen a alcanzar un mayor grado de perfección técnica.
Quizá sea ésta una razón de peso en pro de la determinación que se ha
tomado. Tal razón puede ser, sin embargo, superada si se piensa que
en definitiva en toda clase de servicios públicos corresponde siempre a
la Administración tanto la aprobación de los proyectos de obras como
la posterior inspección de las mismas.

3.a Hay que aludir también a una posible intervención de órganos
administrativos en pro de la defensa de su actuación, si tenemos en
cuenta que toda actuación administrativa se traduce generalmente, en
definitiva, en unas mayores ventajas económicas (66).

Pero insisto que lo que importa fundamentalmente es que las téc-
nicas concretas adoptadas responden a la idea de que estos servicios
públicos deben ser financiadas con dinero público (67).

Es pronto para poder hacer un juicio crítico sobre su adecuación
efectiva a las realidades prácticas. Hemos de decir, sin embargo, que
desde nuestra actual perspectiva las modalidades adoptadas permiten
augurar un desarrollo favorable de los ferrocarriles metropolitanos. Se
precisa, desde luego, el mantenimiento del equilibrio que la eñcacia de
estas formas de gestión requiere y que inicialznente aparece conseguido,
pero no hay que olvidar que el mantenimiento de tal equilibrio depende
en buena parte de la actuación de la Administración misma.

VII

Dejamos antes sentado cuál era la posición de la Ley de 12 de mayo
de 1956 en cuanto a la competencia en materia de transportes urbanos.
Por lo que respecta a los ferrocarriles se indicaba cómo al término de
las concesiones de explotación del suburbano y del subterráneo habrían
de revertir éstas al Ayuntamiento de Madrid con todos los elemsntos
necesarios para su explotación. Pues bien, con gran perplejidad obser-
vamos que las recientes disposiciones que desarrollan aquella Ley no
sólo hacen caso omiso de tal indicación, sino que establecen criterios
que se oponen a ella (68).

Lo significativo del caso es que estos criterios contrarios aparecen

(66) En este sentido, es suficientemente ilustrativa la tesis defendida por GARCÍA DE
ENTERRÍA en su reciente libro La Administración española, Madrid, 1961.

(67) Debemos recordar cómo la Ley de 1956 preveía que el cincuenta por ciento
del importe de las obras de infraestructura sería abonado por el Ayuntamiento madri-
leño. No sabemos si habrá tenido realidad tal previsión. En todo caso, el que la mitad
de tales cantidades sea sufragada por el Ayuntamiento de Madrid no es argumento en
contra de lo que decimos en el texto.

(68) La misma perplejidad que manifestamos ante esta disparidad de normas véase
recientemente en GARCÍA-TREVIJANO, Hacia un nuevo sistema, cit., 303.
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sustentados en normas de categoría inferior a la ley emanadas directa-
mente o a iniciativa del órgano de la Administración Central que sigue
ostentando todavía la competencia en materia de ferrocarriles urbanos.
Me refiero al ya citado anteriormente Decreto 448/1960 y a la Orden de
11 de abril de 1960. Esta aparece firmada por el Ministro de Obras Pú-
blicas ; 'aquél, como corresponde a tal categoría normativa, añade a la
firma del Jefe del Estado la del Ministro de Obras Públicas. La cues-
tión que estas normas disidentes plantean es grave. Por de pronto, sig-
nifican una violación del orden jurídico establecido. Así, por lo que
respecta al ferrocarril subterráneo, son terminantes los siguientes precep-
tos : El Decreto 448/1960, en su Preámbulo, indica que salvo la dura-
ción de la concesión, que será de sesenta años, «las restantes condicio-
nes deben ajustarse a las normas generales de la red (metropolitana),
de la cual en todos los aspectos y en todo momento debs considerarse
la nueva línea como parte integrante e inseparable». Pero aún es más
explícito este Decreto en su parte dispositiva. Dispone exactamente el
artículo 4.°: «El plazo de la concesión será de sesenta años, contados
a partir del día en que ss abra la explotación al servicio público, y
transcurridos los cuales, la línea, con todas sus instalaciones, dependen-
cias y material fijo y móvil de todas clases, revertirá al Estado, en plena
propiedad y libre de cargas y obligaciones de toda especie». Idéntica
redacción figura en el pliego de condiciones particulares que recoge la
citada Orden de 11 de abril de 1960, que no hace sino apadir el inciso
de que tales instalaciones deberán estar «en buen estado de conserva-
ción» (condición 6.") (69).

Desde luego, de acuerdo con nuestra normativa legal vigente, estas
disposiciones administrativas, en cuanto se oponen a lo regulado por
una Ley que no nos consta haya sido modificada por normas de igual
categoría, son nulas de pleno derecho (70). Ignoramos si se habrá pro-

(69) La regulación del suburbano, que, como hemos visto, presenta características
especiales, no se refiere para nada al problema de la reversión. La 8.a de las bases pre-
ceptivas que deberá contar el convenio en que se regule su explotación dice así, según la
redacción que impone al artículo 4.° del Decreto 2.431/1960: «La fecha de entrada en
vigor del contrato habrá de ser como máximo de quince días a contar de la de su
otorgamiento, habrá de terminar a los cuatro años, como máximo y dos como mínimo,
de la apertura al servicio público y podrá ser prorrogado de común acuerdo por plazos
parciales de dos años». Lo que sí parece evidente es que al término de la explotación
deberán revertir al Ayuntamiento todas las instalaciones, según la normativa de la Ley
de 12 de mayo de 1956. Desde luego, la redacción un tanto confusa del Decreto 2.431
dificulta la interpretación, de manera que no es fácil saber cómo podrá 'llevarse a cabo
tal reversión. La situación, si bien no es clara, no supone, al menos, la grave violación
del Ordenamiento jurídico que realizan las normas que comentamos en el texto.

(70) Artículos 23, 26 y 28 de la Ley de Régimen Jurídico de la Administración del
Estado y artículo 47, 2, de la Ley'de Procedimiento Administrativo. No sabemos si el
Ayuntamiento habrá procedido a abonar a la Administración Central los reintegros de
las obras de las nuevas infraestructuras que prescribía la Ley de 1956. Quizá no haya
sido así, y por eso pretenda la Administración del Estado atribuirse la reversión de tas
concesiones. En todo caso, aunque así hubiera sucedido, de ninguna manera puede tal
omisión ser la causa para semejante cambio de rumbo.
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ducido alguna reacción jurisdiccional contra ellas, que no dudamos lle-
garía a conseguir el restablecimiento del orden jurídico alterado. Lo
triste del caso es que no deja de ser significativo el que, si bien de ma-
nera poco afortunada a nuestro entender, tenemos aquí planteado un
nuevo caso de pugna de atribuciónss entre la Administración Local y la
Administración Central. La Ley de 1956 era bien clara en este punto;
¿por qué ahora la Administración Central pretende de manera tan poco
velada dasvirtuar lo que en aquella Ley se establecía? No se trata de
una simple violación de norma de rango sutierior. Aflora aquí a la su-
perficie una nueva vez uno de los problemas más acuciantes que la
organización administrativa española tiene planteados, cual es el de la
delimitación exacta y sincera de las competencias que a la Adminis-
tración Local corresponden o deben atribuirse (71). No sabemos si el
Ayuntamiento, reivindicará sus competencias o si la cuestión seguirá por
los derroteros que parece va tomando. No sabemos si las concesiones
revertirán efectivamente a favor de la Administración Central o a favor
del Municipio madrileño. Lo cierto es que se trata simplemente de una
manifestación más de esa constante contradicción que desde hace tantos
años domina el tema ds la competencia local. Cuál haya de ser el re-
sultado definitivo no lo podemos adelantar ahora.

LORENZO MARTÍN-RETORTILLO,

Ayudante de Derecho administrativo
en la Universidad de. Valladolid.

(71) Basta para respaldar tal afirmación dedicar un repaso a la legislación munici-
pal patria. Es verdaderamente sorprendente' la diversidad de criterios que van informando
a las sucesivas leyes. Vid., por lo que respecta en concreto a la materia de transportes
urbanos, la tantas veces citada obra de GARCÍA DE ENTF.RRÍA, La ordenación, en toda su
primera parte.
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